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RESUMEN 
 
En la investigación titula “Vulneración al derecho a probar la inocencia del  
investigado frente a la obligatoriedad de  incoación del proceso inmediato en   
casos de flagrancia, distrito  judicial de Puno”, el propósito es determinar si se 
vulnera el derecho a probar la inocencia del imputado investigado por la 
obligación al fiscal de incoar el proceso inmediato en casos de flagrancia limitando 
el derecho a la defensa por la celeridad procesal; como también, establecer la 
frecuencia de incoación  del proceso inmediato, que nos permita conocer si la 
celeridad procesal permite desarrollar una defensa adecuada. La metodología con 
la que se ha realizado la investigación, es de carácter cuantitativa, con el diseño 
de investigación de tipo hipotético-deductivo y de nivel micro. La información que 
se ha recolectado mediante la técnica  de la encuesta se ha procesado en el 
programa de software SPSS  que es necesario para la realizar las cruces de 
variables y el respectivo análisis de los datos. La población con la que se ha 
realizado la investigación es el ilustre Colegio de Abogados de la ciudad de Puno, 
siendo la muestra extraída de 98 abogados.   
 
Palabras clave: Derecho a la defensa, imputación, incoar, acción, medios de 
prueba. 
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ABSTRACT 
 
In the investigation entitled "Vulneration to the right to prove the innocence of the 
investigated against the obligation to initiate the immediate process in cases of 
flagrancy, judicial district of Puno," the purpose is to determine if the right to prove 
the innocence of the accused investigated is violated by the obligation to the 
prosecutor to initiate the immediate process in cases of flagrancy limiting the right 
to the defense by the procedural celerity; as well as establishing the frequency of 
initiation of the immediate process, which allows us to know if the procedural 
celerity allows to develop an adequate defense. The methodology with which the 
research has been carried out, is of a quantitative nature, with research design of 
hypothetico-deductive type and micro level. The information that has been 
collected through the survey technique has been processed in the SPSS software 
program that is necessary to perform the variable crossings and respective 
analysis of the data. The population with which the investigation has been carried 
out is the illustrious Bar Association of the city of Puno, being the sample extracted 
of 98 lawyers. 
Keywords: Right to defense, imputation, initiation, action, means of proof.
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INTRODUCCIÓN 
 
En el Código Procesal Penal de 2004 se ha establecido dos formas de proceso. La 
primera es proceso común que tiene tres etapas y  la segunda proceso inmediato  
que contiene formas rápidas de terminar un proceso aplicando el principio de 
celeridad y economía procesal. Cada uno de estos procesos está regulado. El 
tratamiento al acusado en el proceso inmediato es distinto ya que en una sola 
audiencia se sentencia a ser restringido  a la libertad o la inocencia. 
El fiscal siendo el encargado de comprobar que el acusado es el responsable de la 
acción ilícita con la colaboración de la policía corrobora la culpabilidad del delito 
cometido.  Este proceso inmediato se incluye por los motivos de acelerar el proceso 
en caso de flagrancia. La aclaración que se busca es que los acusados en un 
proceso de flagrancia sus derechos son vulnerados al no tener una adecuada 
defensa y restringirle los derechos que la Constitución establece como una garantía 
de todo procesado por algún delito.  
La investigación está estructurada por capítulos: 
En el capítulo I, se determina el problema de investigación. Contiene la exposición 
del problema materia de investigación, formulación del problema,  en donde se 
analiza la justificación del estudio al vulnerar los derechos de los acusados por delito 
de flagrancia, también se señala el objetivo  
En el capítulo II, en la que se establece el marco teórico. Comprende los 
antecedentes de la investigación en tres niveles y el respectivo marco referencial 
donde se argumenta la doctrina internacional y nacional  de los destacados juristas 
del derecho, el marco conceptual de las categorías jurídicas que sustenta la 
investigación, las respectiva hipótesis que se requiere comprobar y el análisis de 
variables e indicadores. 
 
vii 
 
En el capítulo III, se señala el proceso metodológico de la investigación. Se 
desarrolla la metodología de la investigación siendo, el hipotético-deductivo para 
verificar la hipótesis planteada, asimismo, el diseño de la investigación y la población 
a la cual se va encuestar, técnicas e instrumentos. 
En el capítulo IV, se exponen los resultados. A través de tablas y gráficos y se 
interpretan los mismos detalladamente, se discute los resultados de las encuesta 
realizada  y la teoría planteada y llegando a la conclusión en donde se valida o 
rechaza la hipótesis. 
Se consignan las conclusiones y sugerencias pertinentes. 
Finalmente, se nominan las referencias bibliográficas con las que se trabajo y se 
insertan lo anexos correspondientes. 
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CAPÍTULO I 
EL PROBLEMA 
 
1.1. EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
 
      Los sistemas procesales han pasado por una evolución, también nuestro 
sistema procesal tuvo el mismo recorrido, la globalización y las nuevas 
doctrinas han hecho de que derecho sea dinámico, en América Latina como 
en nuestro país el Código Penal y el Código Procesal Penal ha sido 
reformados, a partir de los 1990 se han reformados distintos códigos con el fin 
de agilizar el sistema procesal y mejorar la justicia en nuestro país, así mismo, 
en el proceso que acoge el Código Procesal Penal en dos procesos la primera 
que es procesos común y la segunda el proceso inmediato y dentro de esta 
existen otras formas de terminar el proceso de forma rápida como en el caso 
de flagrancia. 
 
      La economía creciente y a veces recayente en nuestro país ocasiona a 
que los individuos ocasionen conductas que son prohibidas por el Código 
Penal, por tanto, el legislador ha optado por el caso de flagrancia cuando el 
agente comete una acción ilícita y es capturado al mismo tiempo, es decir, en 
el sentido más entendible con las manos en la masa. Entendamos de esto que 
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el proceso común en la que tiene  tres etapas cual es  la preparatoria, la 
intermedia y el juzgamiento, en cada uno de estas etapas tiene un 
determinado tiempo que se debe de cumplir como máximo, por ello el 
legislador ha optado en simplificar el proceso en ciertos casos. 
 
      En la región de Puno que es una ciudad en donde se encuentran las 
instituciones del Estado y alberga a los servidores, funcionarios públicos y aún 
más por la existencia de la Universidad Nacional del Altiplano, La Universidad 
Andina y otras  Universidades hace que ocurra robos de celulares y laptops 
incluyéndose entre otros aparatos tecnológicos, también partes de los autos y  
esto se da  a diario. El delito en caso de flagrancia es muy frecuente en la 
ciudad de Puno y como en otras ciudades a nivel regional y nacional. Sin 
embargo a este caso se vulnera la garantía a un debido proceso y al principio 
de inocencia por ser un ente rector para impartir justicia.  
 
      Es respetable la actuación del Fiscal juntamente con la Policía, sin 
embargo, el estudio se centra en cuanto al principio de inocencia del acusado 
por encontrarse en una flagrancia delictiva,  vulnerándose su dignidad y el 
debido proceso, ya que se delimita cual es el derecho a la defensa del 
imputado esto por el principio de  celeridad del proceso y la economía 
procesal, en ese entender es que toda persona es sujeto de las garantías que 
establece la Constitución, y por ende las demás leyes y aún más los tratados 
internacionales sobre los derechos humanos. 
 
      Los individuos que son imputados por algún delito que han cometido en 
caso de flagrancia sus derechos a la defensa son vulnerados por la celeridad 
del proceso y siendo la utilidad de la presente investigación demostrar que no 
todas las personas acusadas por algún delito  tienen el debido proceso 
adecuado como  establece la ley. 
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1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
¿De qué manera se vulnera el derecho a probar la inocencia del imputado por 
la obligación al fiscal de incoar el proceso inmediato en casos de flagrancia 
limitando el derecho a la defensa por la celeridad procesal? 
 
1.3. JUSTIFICACIÓN 
 
      El proceso inmediato viene a ser  proceso de simplificación procesal  que 
tiene como objetivo brindar una respuesta diferenciada y esto  expedita a los 
delitos acaecidos en flagrancia, confesión y evidencia delictual, así como otras 
delincuencias como omisión al deber alimentario y conducir en estado de 
ebriedad, vulnerándose la presunción de inocencia, su  dignidad y el debido 
proceso, ya que se delimita el principio del derecho a la defensa del imputado 
esto por el principio de  celeridad del proceso y la economía procesal. 
 
      Es por ello que en la siguiente investigación damos cuenta de que  este 
procedimiento, que frente a la obligatoriedad de incoación del proceso 
inmediato se vulnera al derecho a probar la inocencia del investigado en casos 
de flagrancia de parte de la fiscalía, por estar delimitado a su derecho de 
defensa y al debido proceso, que protege este derecho a no quedar en estado 
de indefensión en cualquier etapa del proceso judicial. 
 
      Este estado de indefensión no solo es evidente cuando, pese a atribuírsele 
la comisión de un acto u omisión antijurídico, se sanciona a un justiciable o 
aun particular sin permitirle ser oído o formular sus descargos, con las debidas 
garantías, sino también a lo largo de todas las etapas del proceso o 
procedimiento y frente a cualquier tipo de articulaciones que se pueden 
promover.  
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      Este derecho se ejerce a través de otros derechos, tales como el derecho 
a ejercer su autodefensa material; el derecho a intervenir, en igualdad de 
condiciones, en la actividad probatoria; el derecho a utilizar los medios de 
prueba pertinentes; el derecho a guardar silencio o abstenerse a declarar; el 
derecho a no autoincriminarse, el derecho a la defensa técnica, el derecho a 
traductor o interprete, el derecho a ser oído, entre otros. 
 
      De las indagaciones efectuadas en las universidades de la ciudad, se tiene 
que no existen investigaciones sobre la temática propuesta, por tanto 
consideramos útil, original y relevante jurídicamente promover la presente 
investigación en un medio y coyuntura donde el proceso inmediato preocupa 
de sobre manera a la sociedad en su conjunto y al estado, también cuanto la 
carga procesal es significativa al igual que su reiteración, entre otros aspectos. 
 
 
1.4. OBJETIVOS 
1.4.1. Objetivo general 
Determinar si se vulnera el derecho a probar la inocencia del imputado 
investigado por la obligación al fiscal de incoar el proceso inmediato en casos 
de flagrancia limitando el derecho a la defensa por la celeridad procesal. 
 
1.4.2. Objetivos específicos 
 
• Establecer la frecuencia de incoación del proceso inmediato por 
el fiscal en casos de flagrancia en el distrito judicial de Puno. 
 
• Conocer si la celeridad procesal permite desarrollar una defensa 
adecuada para probar la inocencia del imputado investigado. 
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CAPÍTULO 
EL MARCO TEÓRICO 
 
2.1.  ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
      En este trabajo de investigación se propone presentar los antecedentes  
buscando información en el internet tanto en los repositorios de las distintas 
universidades a nivel nacional, de los cuales se presenta: 
2.1.1. A nivel internacional 
      Monge Herrera, Viviana (Tesis) La Constitucionalidad del 
Procedimiento Penal de Flagrancia,  Costa Rica. En donde concluye: 
Monge Herrera, Viviana (2012),  Costa Rica. En donde concluye: 
      Que, La idea principal en todas estas regulaciones, fue la de autorizar a 
la policía o particulares la aprehensión de la persona que presuntamente 
hubiera cometido un delito, sin embargo que para ello se contara con la 
orden de aprehensión  emitida por tribunal competente en la que se 
requiere de ordinario para detener a una persona; en otras palabras, que la 
flagrancia no conllevaba mayores implicaciones a nivel procesal…. Por otra 
parte el procedimiento de flagrancia presenta una serie de particularidades  
que lo distinguen de manera muy particular  del trámite ordinario, y de otros 
procesos especiales existentes en el Código Procesal Penal actualmente; 
en cambio su principal contraste con la tramitación ordinaria radica en la 
supresión de las etapas preparatoria e intermedia, por el mismo hecho de 
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que esta es de simplificación procesal, aunque se mantienen algunos actos 
procesales que, normalmente, se llevan a cabo en dichas etapas… Por otro 
lado un tercer rasgo fundamentalmente diferenciado del procedimiento de 
flagrancia con respecto al ordinario, es el máximo que se fija para la prisión 
preventiva, en la cual es de quince días hábiles, que de la misma manera, 
se fija un máximo de quince días hábiles para realizar el debate, contados 
a partir del inicio del procedimiento, dicho de otro modo Todo ello pone en 
evidencia el marcado interés de la ley por favorecer la celeridad en este 
trámite especializado. 
      Sin embargo existe, del mismo modo, lesión al principio de inocencia en 
el trámite especial, al exponer a la persona imputada a las consecuencias 
prácticas que se desprenden de la publicidad que se regula para la 
totalidad de la audiencia. En la que estas consecuencias pueden ser, entre 
otras, una mayor exposición en medios de comunicación con anterioridad a 
la condenatoria –la cual genera a su vez afectaciones al honor y la 
intimidad−, que es una dificultad para optar por la conciliación y otras 
medidas alternativas al proceso. Por otra parte el problema de la 
exposición de la persona que aún no ha sido considerada culpable, como si 
lo fuera, no es exclusivo de la flagrancia; sin embargo, la forma en la que 
se regula la publicidad de la audiencia para efectos de este trámite, 
maximiza el problema y puede llegar a afectar incluso el ámbito de 
intimidad de las víctimas. Si bien es cierto este problema no parece quedar 
resuelto simplemente echando mano el órgano jurisdiccional de lo que dicta 
el artículo 330 del Código Procesal Penal, no obstante ya que el mismo 
solo aborda cuestiones de fondo como motivos para que el tribunal pueda 
establecer la privacidad de la audiencia. 
      El procedimiento especial de flagrancia vulnera el principio 
imparcialidad, al poner en manos de un mismo órgano jurisdiccional las 
decisiones relacionadas con la imposición de medidas cautelares, la 
discusión de medidas alternativas, y más tarde el debate y la 
correspondiente sentencia. 
      Por otro lado el imputado y la imputada sometidos al procedimiento 
especial para flagrancias, reciben un trato diferenciado que pretende 
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justificarse en la notoriedad del delito cometido. Sin embargo, dicha 
diferenciación no está avalada por nuestra Carta Fundamental y, en ese 
tanto, vulnera el principio de inocencia que cobija a toda persona 
perseguida por la presunta comisión de un ilícito, Por lo que Nadie puede 
ser  culpable mientras no se demuestre su responsabilidad. 
2.1.2. A nivel nacional 
      Para Meneses Ochoa, Jean Paul (2015),  (tesis) Procedimiento Para 
Investigar Y Sancionar Delitos Flagrantes Como Respuesta A La 
Criminalidad. Lima, Perú. En donde concluye: 
      Que, de acuerdo a las estadísticas realizadas por entidades públicas y 
privadas, se observa que  los índices de criminalidad que van en aumento 
año en  año, entre ellos los delitos intervenidos en flagrancia, esto debido a 
que  los altos índices de criminalidad, en la que en los últimos años se han 
ido  incrementando la inseguridad ciudadana y el sobre carga procesal en 
el sistema de administración de justicia por lo que esta  ha generado 
dilaciones indebidas en los procesos… Así mismo teniendo en 
consideración la justificación de los procedimientos especiales, en la que el 
Procedimiento Inmediato no está debidamente regulado, esto debido a que 
se establece tres situaciones diferentes para su aplicación… , en efecto no 
existe un plazo estricto para realizar la actividad procesal, en la que el 
plazo razonable se deberá determinar de acuerdo a cada caso en concreto, 
además para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla 
el proceso, se deberá tener en consideración: la complejidad del asunto, la 
actividad procesal del interesado y la conducta de las autoridades judiciales 
en cada caso en concreto;  por lo que así mismo en la legislación nacional 
existirá detención en flagrancia cuando el agente es descubierto durante la 
ejecución del hecho ilícito o detenido inmediatamente después de la 
ejecución de este o si el sujeto es aprehendido veinticuatro horas después 
de la comisión del delito, con efectos o instrumentos procedentes de la 
perpetración del mismo, por ese motivo el Procedimiento Inmediato deberá 
ser derogado e implementarse en su lugar un nuevo procedimiento 
especial que investigará y procesará únicamente delitos flagrantes, esto 
teniendo en cuenta la finalidad de la investigación preparatoria, en lo que 
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no es necesario realizar una investigación extensa y/o compleja para un 
delito flagrante debido a que ya se conoce la identidad del autor y de la 
víctima desde la comisión del delito o instantes después de la perpetración 
de este, que, mediante la implementación del Procedimiento Especial para 
Delitos Flagrantes se reducirán y delimitarán los plazos del fiscal para 
realizar la investigación, con lo que se evitará que el Fiscal se exceda en 
los plazos de investigación para delitos flagrantes. 
Del mismo modo Con la implementación del Procedimiento Especial para 
delitos flagrantes se descongestionará la vía ordinaria de las causas 
flagrantes, resolviéndolas de una forma célere y así se reducirá la sobre 
carga procesal en el Poder Judicial, de la misma manera el Procedimiento 
Especial para delitos flagrantes no vulnera ningún derecho fundamental por 
cuanto tiene su fundamento en la Constitución e instrumentos 
internacionales protectores de derechos humanos, por lo que el 
Procedimiento especial para delitos flagrantes contribuirá a la reducción de 
la sobre carga procesal y la inseguridad ciudadana, por cuanto ya existen 
precedentes internacionales que han obtenido resultados positivos 
respecto al tratamiento de delitos flagrantes. 
Finalmente las estadísticas realizadas han señalado que existe una 
aprobación de la implementación de un nuevo procedimiento especial para 
delitos flagrantes. Que es un  procedimiento que simplifica el proceso. 
 
2.1.3. A nivel local 
Refiere el mencionado Aguilar Neira Lady Dhayanna (2016),  (tesis) 
Incongruencia De Igualdad De Armas En El Derecho A La Defensa En 
Delitos De Flagrancia Dentro Del Proceso Inmediato, Distrito Judicial De 
Puno, Juliaca- Perú. En donde concluye: 
En la que se determinó que un 38% de abogados señalan que sus 
patrocinados no gozan de igualdad procesal y consideran que la limitación 
al derecho a la defensa es por la desigualdad de armas, y que solo un41% 
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de abogados señalan que sus patrocinados gozan de igualdad procesal 
siempre o casi siempre. 
Por otra parte se puede conocer que el 49% de abogados indican 
que sus patrocinados cuentan con un salario por debajo del mínimo vital, 
en donde el 31% requiere de un abogado de oficio y solo un 17% accede a 
contar con los servidos de un abogado para  ejercer su defensa. 
Por último se establece como congruencia de la igualdad de armas 
entre las partes procesales en el procesó inmediato, la imposición de la 
teoría del fiscal en un 21%, cuando la desigualdad de armas produce 
limitaciones para desarrollar equitativa de los litigantes en un 79%. Por lo 
que la igualdad de armas debe estar siempre  presente en todo  proceso. 
2.2.  BASES TEÓRICAS 
           2.2.1. Derechos fundamentales de la persona 
      Del enunciado que la Constitución Política del Perú de 1993, al ejercer 
en su contenido sobre los derecho fundamentales de la persona y esta no 
solo la libertad, sino, también a un Debido Proceso penal, en el artículo 1 
de la Carta Magna sostiene que la “la persona es el fin supremo de la 
sociedad” siendo esto, que el rol del Estado es la defensa de  la persona 
humana y el respeto a la dignidad que ella posee, en palabras de 
Fernández (2005) que sostiene “…la obligación de la sociedad y del Estado 
es de defenderla y respetarla” (p. 42). Esta obligación a la que hace 
referencia el autor, es la de proteger a todo ciudadano los derechos que 
son inherentes como la de a un juicio justo imparcial. La libertad del 
individuo es el fin supremo de la sociedad y a un la dignidad,  para el 
constitucionalista Chaname (2008) señala que es  “…la más alta jerarquía  
política, económica, legal y moral…” (p.102). En este comentario que 
realiza el jurista no excluye a ningún individuo e incorporándole a todas las 
personas ya sean libres o presos.  
      En tal sentido podemos señalar que el Derecho siendo normas jurídicas 
con contenido de valores éticos relacionados con la sociedad y la vida 
diaria de las personas, siendo un control para las personas y para sus 
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conductas. Estas normas que tienen el vínculo con lo moral que determina 
la  seguridad a las personas, justo a expresión de esta seguridad se centra 
en los derechos fundamentales lo que se destaca para. Es por ello que 
somos iguales ante la ley.  
A modo de abordar sobre el tema de derechos humanos en la historia nos 
enseña que las primeras manifestaciones se dieron en los siglos XVIII y 
XIX en materia de derechos, como las que son de 1787 la primera 
Constitución de los Estados Unidos y desde luego  las primeras 
declaraciones sobre las colonias americanas, para Ayala (2002) afirma 
que:  
Con ocasión de la Revolución francesa, casi un mes más tarde, en 
agosto de 1789, la Declaración de los Derecho del Hombre y del 
ciudadano comienza por proclamar que “El fin de toda asociación 
políticas es la conservación de los derechos naturales e 
imprescriptibles del hombre”. De  esta manera, durante el siglo XIX va 
a iniciarse un primer movimiento constitucional  que comienza por 
afirmar, lo que se conoce con el nombre de “principio de juridicidad”; 
en otras palabras el “principio de legalidad” o el “Estado de derecho” 
conforme al cual, el poder público únicamente tiene asignado los 
poderes, las atribuciones o las competencias que expresamente 
derivan del texto fundamental (p.38). Que son principios que la carta 
magna lo  ampara. 
      El surgimiento de forma positiva de los derechos de la persona se da 
con la revolución francesa, lo  hace que surja principios rectores que 
protegen al individuo, siguiendo al autor que se mencionó en líneas arribas 
Ayala (2002) considera que para limitar la arbitrariedad se afirma principio 
como la que son: “la igualdad ante la ley, la seguridad personal y la 
propiedad privada” (p.38). De estos principios  señalados se rescata el 
primero que sostiene la igualdad, lo que nos indica que todas las personas 
son iguales ante la ley sin excepción de raza o género. 
      La vulneración a los derechos humanos con los distintos 
enfrentamientos en guerras, trajo consigo a que el impacto de estos 
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crimines llevados u ocurridos en las guerras se iniciara a recomer algunos 
derechos que a un no estaban tipificados como las declaraciones que 
reconocen a la persona como un sujeto de derecho internacional, por tanto, 
en la idea de Nogueira (2003) indica que los derechos tienen un 
“reconocimiento universal de los derechos humanos como inherentes a la 
persona es un fenómeno reciente” (pág. 1). Sostenemos del autor que los 
derechos humanos se reconocieron recién con la revolución francesa, sin 
embargo, en las culturas que son antes de Cristo, entre ella la cultura 
griega, romana y otras reconocieron los derechos de la persona humana  e 
igual forma los cristianos respetaban al ser humano juntamente con la 
concepción de su creencia a su Dios. Durante el transcurso de los tiempos 
los derechos ha estado evolucionando, para Nogueira (2003) quien 
menciona sobre los derechos:  
En cuanto a los derechos civiles y políticos se indica de que esta se 
constituye en fin limite el reconocimiento de ejercitar la potestad 
estatal y de las competencias rectores y órganos del poder público, es 
por ello que ingresa de manera explícita o implícita el orden jurídico 
como reclamación de la dignidad humana en la concepción del 
principio de legalidad o movimiento constitucionalista e la que se 
dieron un límite de manera interna a la superioridad y el ejercicio de la 
potestad estatal.    
Por otro lado los derechos económicos, sociales y culturales que 
transforman en un estado social y democrático de derecho el 
´principio de juricidad, esto posterior a lo que se vivió la segunda 
guerra mundial periodo que en delante de 1946, lo que reunirá de las 
normas nacionales e internacionales de derechos humanos.  
Sin embargo los derechos denominados derechos del pueblo, 
derechos solidarios o colectivos de la humanidad, que son derechos 
de tercera generación, que dentro de ese marco tenemos al derecho 
de un medio ambiente sin contaminación, al derecho a paz social y 
el desarrollo las cuales ha ido evolucionando en el último  siglo XX 
(P.1-8).  . Por ende son derechos constitucionalmente protegidos por 
lo  tanto es indelegable. 
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      Es importante señalar que la evolución, para afirmar la libertad de la 
persona,  a fin de sostener en la idea de Fernández (2005) dice “…cumplir 
con su singular “proyecto de vida", el mismo que es el resultante de la 
conversión de su libertad ontológica en acto, conducta o comportamiento” 
(p. 42). Lo cual hace referencia al desarrollo de sus capacidades, el 
proyecto de vida  a la que alude el autor nacional es lo que en si desea ser 
y hacer. 
Por lo cual mencionado al maestro Fernández (2005) sostiene: 
Cabe recalcar que el mencionado axioma jurídico, que por su 
supremacía, a fin de poner en evidencia que la misión fundamental 
del Derecho debería ubicarse en el atrio  de la normativa 
constitucional esto con el fin de proteger la libertad de cada una de 
las personas a fin de lograr un desarrollo humano de manera integral 
en armonía con el interés social. Qué Para tal efecto fue creado el 
Derecho, en la que este  posee un sentido liberador. Para conseguir 
esta finalidad, el Derecho debe instaurar aquellas condiciones 
sociales de justicia, solidaridad, seguridad, igualdad, que permitan el 
cumplimiento del "proyecto de vida" de cada ser. Por ende la 
vivencia colectiva de los valores es condición indispensable para la 
plena realización de la persona humana en cuanto ser libertad (p. 
43).  .Más aun sabiendo que la libertad  es inherente a la persona. 
      Al referirse que el derecho debe de crear condiciones justas de 
igualdad lo que permite a que la persona humana pueda cumplir con su 
proyecto de vida, y esta no puede ser sin la libertad que es algo 
indispensable, de tal forma se constituye a que es lo que elige, según el 
filósofo. 
      La doctrina y la normatividad señalan derechos sobre la persona siendo 
estos como lo que indica nuestra Constitución  en el inciso 1) al 24) en su 
respectivo  artículo 2°, Fernández (2005) dice al respecto: 
Sin duda Se trata del eje de los derechos fundamentales de la 
persona, puesto que todos los derechos encuentran en ello su 
escancia, su razón de existencia, es por ello que todos los derechos 
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fundamentales constituyen el postulado de todos los demás derecho 
que es inherente a la humanidad y que esta encuentra su 
fundamento en la dignidad de la persona humana (p.48). Derechos 
que son constitucionalmente amparados por la carta magna.  
      Estos presupuesto son para que el Estado tenga limites en la 
arbitrariedad y pueda proteger a la persona de todo abuso de poder que 
ejercen las autoridades, otro derecho valioso es la dignidad que ya hemos 
mencionado en líneas arribas. Podemos incluir de la Sentencia del Tribunal 
Constitucional  (en adelante STC) recaída en el Expediente N° 0050-2004-
AI que afirma: “…podemos definir los derechos fundamentales como 
bienes susceptibles de protección que permite a la persona la posibilidad 
de desarrollar sus potencialidades en la sociedad” (Fj. 72). Estos derechos 
que son consagrados para la persona por lo que garantiza a que su vida, 
dignidad, honor y etc., que son de valor subjetivo para el individuo sean 
protegidos, aun mas para el reo u investigado por algún delito que haya 
cometido posee los mismo derechos. 
 
2.2.1.1. Derechos del imputado 
 
      Las personas generan problemas con sus comportamientos y para 
tales actitudes anómalas existen un conjunto de normas que regulan su 
juzgamiento en los tribunales, siempre en cuanto no se vulnere sus 
derechos que la constitución, convenios, pactos, y demás normas lo 
amparan, los comportamientos que son emanados por las propias 
personas, lo que son vistos como  fenómenos sociales anormales, es decir, 
que la actuación de cada individuo que contraviene al orden público y las 
buenas costumbres son juzgados por un tribunal, a estos fenómenos 
sociales en el sistema jurídico lo transforma a figuras jurídicas que se van 
convirtiendo en instituciones jurídicas, para Enrique (1996) dice que “Existe 
una íntima unión entre los derechos humanos y el proceso penal, que se 
genera en la propia naturaleza de este tipo de proceso en el cual se obliga 
seriamente la libertad personal del imputado” (p.80). De tal forma podemos 
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sostener que el  investigado al inicio o en el arresto carece de un abogado, 
ya que después recién se le concede a un abogado para que esta pueda 
defenderlo y velar por su libertad, respecto a esta situación el mismo autor  
Enrique (1996) afirma que: 
Ante la obligación  de proteger internacionalmente los derechos 
esenciales del hombre, es por ello que ha comenzado a gestarse en 
el campo del derecho internacional público desde hace varios años 
esto lo que denominamos el derecho internacional de los derechos 
humanos, en la que se tiene por designio los derechos, garantías y 
libertades fundamentales de la persona humana (p.9); dado que los 
tratados internacionales protegen de forma externa los derechos de 
los individuos. 
En ese sentido agregamos que los procedimientos penales ante 
cualquier delito deben tener un adecuado debido proceso. Cabe destacar  
al jurista nacional San Martin (2003) donde indica: 
 …que, una mínima diligencia probatoria exige la función 
jurisdiccional para que pueda ser desbaratada y que de alguna 
manera puede entenderse de cargo y de la que pueda deducirse la 
responsabilidad del procesado esto que con las debidas garantías 
procesales (p.118); en lo que las garantías que ofrece el sistema 
procesal es la de que el investigado tenga toda la garantía de tener 
un juicio imparcial, de modo que debe existir pruebas suficientes 
para imputar el delito. 
En cuanto a los derechos que la Constitución  confiere al investigado 
en el artículo 24° inciso “a”, destaca el principio de legalidad indicando 
“Nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni impedido de hacer 
lo que ella no prohíbe”. Los individuos tienen la libertad de tomar 
decisiones siempre en cuanto esta no afecta a otras personas. También se 
señala que en el inciso “c” artículo 2° de la Carta Magna afirma “Nadie será 
procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no 
esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, 
como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley”. A 
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esta idea surge el principio de legalidad lo que permite a que las personas 
se sientan protegidos y amparados por las normas. 
2.2.1.2. Derechos del imputado en el marco normativo nacional 
 
Siguiendo la normatividad de la Constitución en el artículo 139° donde se 
menciona los principios de la función jurisdiccional  en el inciso 14) señala 
“El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del 
proceso. Toda persona será informada inmediatamente y por escrito de la 
causa o las razones de su detención; tiene derecho a comunicarse 
personalmente con un defensor de su elección y a ser asesorada por éste 
desde que es citada o detenida por cualquier autoridad”. Cabe que el STC 
recaída en el Expediente N° 010-2002-AI/TC. Afirma:… el derecho de 
defensa  está protegido constitucionalmente,  que  nos asegura que toda 
persona que es sometida a una detención policial o judicial beben ser 
informados el motivo de la detención y que esta cuente con un abogado de 
su libre elección  y  todo el tiempo que dure el proceso  (párr. 122). 
Sobre el artículo de la Constitución  mencionado líneas arribas el 
Tribunal Constitucional afirma:  
Un parafraseo de la ultima parte del artículo mencionado de la carta 
magna nos permite comprender que no debemos ser privado  al 
derecho a la  defensa, por lo que en el derecho penal, que desde el 
inicio  de la investigación debemos ser asesorado por un abogado 
de libre elección  (parr.121). 
De igual forma en la ley Orgánica del Poder Judicial en su respectivo 
artículo 295 al 304, señala de la defensa gratuita entre ellas mencionamos: 
en el artículo 295 la gratuidad de la defensa como deber del Estado  
“escasos recursos económicos, así como los casos que las leyes 
procesales determinan”. Por otro lado en la Ley Orgánica del Ministerio 
Publico, Decreto Legislativo N° 052 en el artículo 10, afirma, Intervención 
del Ministerio Público en garantía del derecho de defensa “Tan luego como 
el Fiscal Provincial en lo penal sea informado de la detención policial de 
persona imputada de la comisión de delito se pondrá en comunicación, por 
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sí o por medio de su Adjunto o de su auxiliar debidamente autorizado, con 
el detenido, para el efecto de asegurar el derecho de defensa de éste y los 
demás, según le reconocen la Constitución y las leyes”.  
      En el Código Procesal Penal, en el artículo IX del Título Preliminar y 
artículo 80° al 85°, sostiene Derecho de Defensa: primero: Que, toda 
persona tiene derecho inviolable e irrestricto a que se le informe de sus 
derechos, a que se le comunique de inmediato y detalladamente la 
imputación formulada en su contra, y a ser asistida por un abogado 
defensor de su elección… desde  que es citada o detenida por la autoridad; 
en la que también tiene derecho a que se le conceda un tiempo razonable 
para que pueda preparar su defensa; a ejercer su autodefensa material; a 
intervenir, en plena igualdad, en la actividad probatoria; y, en las 
condiciones previstas por la ley, a utilizar los medios de prueba pertinentes, 
en la que el ejercicio del derecho de defensa se extiende a todo estado y 
grado del procedimiento, en la forma y oportunidad que la ley señala; 
segundo: Que, nadie puede ser obligado o inducido a declarar o a 
reconocer culpabilidad contra sí mismo, contra su cónyuge, o sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad; por 
último, tercero: El proceso penal garantiza el ejercicio de los derechos de 
información y de participación procesal, esto a la persona agraviada o 
perjudicada por el delito, en la que la autoridad pública está obligada a 
velar por su protección y a brindarle un trato acorde con su condición; en 
ese sentido decimos que las distintas legislaciones en el orden jerárquico, 
protegen a la persona para que tenga un proceso justo e imparcial, de tal 
forma garantizando la libertad. Se presupone la presunción de inocencia 
desplazando a la carga de la prueba.  
2.2.1.3. Garantías en el proceso 
 
En el modelo cual es el  código Procesal Penal del año 2004 (en adelante 
CPP) en donde se ha implementado un nuevo sistema llamado “sistema 
acusatorio contradictorio o garantista”, también propugna la instauración de 
la garantía constitucional, A continuación señala Neyra (s.f):  
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Que, el debido proceso se encuentra dentro de las garantías 
procesales genéricas cual es el derecho a la tutela jurisdiccional así 
como también el derecho a la presunción de inocencia, y sobre todo 
el derecho de defensa; así como también ubicamos dentro de la 
garantía de debido proceso  al derecho a un juez imparcial así como 
al derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas e innecesarias y el 
Nebis in ídem procesal, como  otros. (p.2). 
 
2.2.1.3.1. Garantismo procesal 
 
      Parte de la noción del Estado de Derecho en donde se sustenta que 
contrario al totalitarismo, en donde es regulado por la ley incluyendo dentro 
de  esta lógica el principio de la legalidad y el respeto a los derechos 
fundamentales, para Alvarado (2005) afirma esta noción a partir de:  
Que a tomando partido por la Constitución y no por la ley, eligió 
proclamar: la libertad, la garantía del debido proceso, el goce 
irrestricto del día de audiencia previa en la Corte de Justicia, en 
donde todo ciudadano tiene derecho a ser juzgado imparcialmente 
por un juez, y colocado por él en pie de perfecta igualdad frente a su 
contradictor, esto con absoluta bilateralidad de la audiencia, y sobre 
todo sin la asunción por el juez de actitudes paternalistas con las 
partes o de tareas que no le incumben conforme a lo normado por la 
Constitución  (p. 304), por lo que la acogida al sistema Garantismo 
en la cual todo imputado tiene  derecho a la defensa técnica, en lo 
cual se debe de conocer quién es el que acusa y contra que cargos. 
 
2.2.1.3.2. Garantías procesales en las constituciones 
 
      Para Neyra (2010) en la que sostiene que esta situación surge a fines 
del siglo XX, tras la segunda guerra mundial, esto con el objeto de que la 
constitución, tratados y los derechos humanos tengan la protección y la 
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seguridad en toda la etapa del proceso, en lo que posteriormente llevaría a 
que estos derechos se plasmen en las distintas constituciones, para el 
autor mencionado esto implicaría: 
…las garantías  procesales instauradas por la ley puesta en 
aplicación  juntamente con los que tienen una  visión  constitucional 
y  una postura garantista, y sobre todo comprometida con la 
materialidad constitucional, este enfrentándose así al autoritarismo 
procesal, esto creando sistemas inquisitoriales o mixtos las cuales 
se observa  una erudición autoritaria en la configuración de los 
procesos que fueron admitidos en la mayoría de países 
latinoamericanos a lo  largo de todo este  tiempo (p. 4), es así que 
de esta forma se enfrenta a la arbitrariedad del Estado y generar una 
cultura de paz para las partes que intervienen en el proceso.     
2.2.2. Sistema procesal penal 
2.2.2.1. Los sistemas procesales en la historia 
 
La existencia del código procesal penal es el resultado de varios códigos, 
en la historia peruana se han desarrollado distintos normatividades para 
regular el proceso de las personas delictivas. Para esto se han tomado en 
cuenta los distintos sistemas procesales. 
En cuanto a la particularidad de la administración de justicia se debe 
al principio de imparcialidad, ya que mediante este ente rector se sigue un 
proceso para garantizar los derechos de las partes que intervienen, es 
indispensable señalar que existieron dos sistemas las cuales son: el 
sistema inquisitivo y el sistema acusatorio, la primera caracterizado por un 
tribunal de justicia inquisidor y la segunda por ser más garantista. 
La historia nos indica para distinguir mediante las características las 
correspondientes sistemas que existieron, iniciando con los griegos eran 
una forma de convivir en un determinado espacio geográfico, cabe 
destacar, que este época se diferencia de procesos penales con lo civiles, 
sin embargo, en el proceso romano de distinguía de la siguiente forma: era 
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de distinción de derecho privado con lo público,  las sentencias tenían la 
calidad de ser apelables, según Salmon (2010) afirma que “…el último siglo 
de la República surgió la Accusattio, por no ofrecer la cognitio suficientes 
garantías, especialmente para las mujeres y los no ciudadanos…” (p. 6), y 
durante el imperio el procedimiento pasa a ser inquisitivo y secreto. En el 
proceso germano se distinguía de los medios de tortura, tenía el vínculo 
con la venganza privada. Mientras tanto en el proceso español era 
considerado como con público, el juramento impedía la tortura y era 
inquisidor. Por tanto en nuestro país el proceso existió en distintos cuerpos 
normativos, mencionando a Salmon (2010) las cuales señala “así como el 
Código de enjuiciamiento en materia penal, el Código de procedimientos en 
materia criminal, el código de procedimientos penales y  el Código procesal 
penal” (p.7), cada uno de estos sistemas tuvo su periodo de vigencia en 
nuestro país, rescatándose de ellos el último. 
 
2.2.2.1.1. Sistema acusatorio 
 
Con la prevalencia del interés privado, Calderón (2011) considera que el 
origen se remonta “inicialmente en Grecia, alcanza su mayor apogeo en 
Roma y en el Imperio Germano; resurge después en la época de esplendor 
de las ciudades italianas. Cae en desuso completamente en el siglo XVI en 
Europa continental” (p. 21). Sin embargo, para la Academia de la 
Magistratura (2007) afirma: 
El Principio Acusatorio viene hacer  una repartición de roles  
procesales puesto que tanto en el juzgamiento así como en la 
acusación viene a recaer en distintos sujetos procesales, es por lo 
cual el juez no puede realizar  investigación por su propia cuenta por 
mas que se cometa un delito  frente a él, por tanto este deberá 
comunicar al fiscal de turno; sin embargo, el sistema acusatorio no 
solo implica la repartición de roles entre los que son el juzgador, 
acusador y la defensa, sino que también esto implica otras 
exigencias fundamentales que se tiene que tener en cuenta y que 
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debe existir de manera necesaria indicios idóneos en los que nos 
indique que un apersona ha cometido  un delito y que este no sea 
solo de meras sospechas para así poder iniciar un proceso y así no 
afectar sobre todo la dignidad de la persona imputada (p. 24). 
Sobre el tema el jurista nacional San Martin (2003) señala sobre las 
características del sistema: Que el proceso se pone en marcha cuando un 
particular formula la acusación y que el juez no procede de oficio; de tal 
forma que la acusación privada determina los ámbitos objetivo y subjetivo 
del proceso, es decir el hecho punible y la persona que se va a procesar; y 
que a esto rige el brocado iuxta alegata et probata, es decir, el juez no 
investiga hechos ni practica pruebas no ofrecidas por la partes; y que el 
juez no puede condenar ni a persona distinta de la acusada ni por hechos 
distintos de los imputados, esto por principio de inmutabilidad de la 
imputación; por último que el proceso se desarrolla conforme a los 
principios de contradicción e igualdad, permaneciendo el acusado en 
libertad (p. 124), características  del sistema procesal que se tiene que 
tomar en cuenta de parte de toda la humanidad. 
 
2.2.2.1.2. Sistema inquisitivo 
 
Surge durante los regímenes monarquías de Roma y luego cristianas,  en 
los siglos XII, en donde se perfecciona el derecho canónico que más luego 
se va positivizando en leyes, para Salmon (2010) afirma: 
En este sistema es el Juez  quien actúa de oficio, ya sea  por  
denuncia,   queja o rumores, la cual es el indicado de buscar 
pruebas, de poder examinar a los testigos en lo que se lleva de 
manera secreta sin acusado, porque  que el detenido es ingresado  
a  un calabozo (p. 16). 
Tuvo influencia hasta la revolución francesa, expandiéndose en toda 
Europa, Calderón (2011) menciona las principales características de este 
sistema:  
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que el monarca o el príncipe era el depositario de toda la 
jurisprudencia penal, y en el residía toso el poder de decisión; y que 
el poder de perseguir penalmente se confundía con el de juzgar, ya 
que era colocado en manos de la misma persona, el inquisidor; 
también el acusado presentaba un objeto de persecución, en lugar 
de un objeto de derecho con la posibilidad de defenderse de la 
imputación, por lo cual se utilizaban métodos crueles para quebrar 
su voluntad y obtener su confesión; así como también el 
procedimiento consistía en una investigación secreta, cuyos 
resultados constaban por escrito, y que estas se caracterizaba por la 
discontinuidad, falta de debate y delegación; por último se utilizaba 
el sistema de prueba legal, y abrió paso a la tortura para obtener la 
información (pp. 24-25), que son  Características  propias de este  
sistema. 
 
2.2.2.1.3. Sistema mixto 
       De los dos sistemas ya desarrollados líneas arribas y a modo de 
combinación surge en Francia con el iluminismo, Leone citado por, este 
sistema tiene dos exigencias: que ningún culpable quede impune y que 
nadie puede ser culpable si no se  demuestra su culpabilidad, y por lo cual 
en esta sistema se  dio dos etapas cuales eran  la instrucción y el juicio 
oral, en ese sentido se pronuncia Espinola (2015) señalando algunas 
características del sistema:  
 Que, la separación entre la función de acusar, la de instruir y la de 
juzgar, confiadas a órganos distintos, esto es, al fiscal, al Juez de 
Instrucción y al tribunal con jurado, respectivamente, excepto para el 
Tribunal con jurado, rige el principio de la doble instancia;  que 
también rige el principio del Tribunal colegiado, por lo que la justicia 
está a cargo de jueces profesionales, excepto cuando interviene el 
jurado; por último la prueba se valora libremente (p. 35), por lo que 
se observa que son características propias de este sistema.  
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2.2.2.1.4. Sistema acusatorio garantista Adversarial 
 
      Los distintos sistemas surgieron a la influencia de ideologías políticas y 
eso se refleja en el sistema mixto, en ese sentido se busca una nueva 
combinación para mejorar el proceso de juzgamiento para que las partes 
intervinientes tengan más garantía. En este sistema se menciona que a los 
jueces le corresponde la exclusividad de juzgamientos, lo que impresiona 
en este sistema es que aparece la división de poderes en el proceso, los 
cuales se indica al acusador quien mediante el poder de perseguir acusa y 
por otro lado se encuentra el imputado quien mediante su derecho se 
defiende.  
El sistema procesal busca que las partes tengan la igualdad de 
armas ante el juzgado, podemos incluir que el fiscal acusa y el investigado 
se defiende. En este sistema se divide en dos etapas los cuales 
señalamos: la primera es la investigación que lo realiza el Ministerio 
Publico y la segunda es el enjuiciamiento está a cargo del Poder Judicial.  
Para Salmon (2010) afirma que es necesario que se realice: 
Una institución de la verdad donde empleen todos los medios de 
prueba permitidos por la ley y que esta sea valorada con criterios de 
conciencia.  
Por lo que en la sentencia debe determinarse los fundamentos tanto 
de hecho y de derecho en la que esta pueda ser impugnable, por 
casos que establece la ley, es lo que se da una facultad exclusiva al 
juez penal bel fallo final de un proceso (p. 37). 
2.2.2.2. Historia de los sistemas procesales de Perú 
 
a. El Código de Enjuiciamientos en Materia Penal 
Iniciamos con el primer sistema procesal que entro en vigencia en el 
año de 1863, teniendo la influencia española, en este  código podemos 
rescatar las siguientes características: 
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 El proceso tenía dos etapas las cuales eran: la primera era sumario 
y la segunda plenaria. 
 Exista dos tipos de  acusadores los particulares y los populares. 
 De las dos etapas, en el plenario se limitaba a analizar las pruebas. 
 Con respecto al imputado tenia derechos restringidos por lo que era 
incomunicado. 
 A la sentencia emitida por el juez, se podía apelar  ante la instancia 
superior. 
 Cuando el imputado no se encontraba no se podía condenar. 
 
b. El Código de Procedimientos en Materia Criminal 
 
Entra en vigencia el 2 de febrero de 1920, teniendo la influencia francesa, 
se rescata las siguientes características: 
 El proceso estaba divido en dos etapas, en los cuales el juez tenía la 
instrucción de recolectar datos y juzgar.   
 Mediante el principio de legalidad, la acción de ejercer de oficio lo tenía 
el Ministerio Público. 
 Las excepciones son incorporados y también la cuestiones previas. 
  Se podía iniciar de oficio en caso de flagrancia de algún delito. 
 Se practicaba el principio de oralidad y de publicidad. 
 
 
c. El Código de Procedimientos Penales 
 
El 23 de noviembre de 1939 entra en vigencia  y sus principales 
características eran: 
 Seguía con dos etapas los cuales constaban en: la instrucción y el 
juicio. 
 En la etapa de instrucción era considerado como los actos de 
investigación. 
 Es ejercida por un juez eliminándose a los jurados. 
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d. El Código Procesal Penal 
Tiene como antecedente mediante el Decreto Supremo N° 005-2003-JUS, 
el 14 de marzo de 2003, y promulgado mediante el Decreto Legislativo N° 
957, del 28 de junio del 2004 e inicia a entrar en vigencia por primera vez 
en Huaura el 1 de julio de 2006, de forma correlativa en los distintos 
distritos judiciales de nuestro país, en Puno el 1 de octubre del 2009 entra 
en vigencia. Así mismo para Ponce (2009), quien dice: 
 
… que esto constituye un instrumento fundamental para la 
implementación de una reforma procesal penal en nuestro país en la 
que se debe cambiar  practicas antiguas del sistema inquisitivo y 
poner en vigencia un sistema procesal penal acorde a nuestros 
tiempos, cual es el acusatorio, oral, publico y contradictorio (p. 11). 
Dentro de este texto normativo con bases del modelo acusatorio tiene las 
siguientes características: 
 Se determina los roles: la investigación del juzgamiento como también 
de la defensa, para cumplir con el principio de imparcialidad, Salmon 
(2010) señala “Fiscal es el titular del ejercicio de la acción penal pública 
y a quien se encomienda también la carga de la prueba…” (p.11). 
 Rol del fiscal: quien asume la acción protagónica de investigar. 
 El rol de juez: su función se basa más en otorgar la garantía a los 
sujetos procesales. 
 En este proceso se divide en tres fases los cuales son: investigación 
preparatoria, etapa intermedia y el juzgamiento.  
 La libertad del imputado, junto a la principio de presunción de inocencia 
y surge la excepcionalidad que emerge del derecho a la libertad. 
En nuestro país desde el 2006 inicia a regir el sistema procesal 
penal con distintos momentos, lo que ocasiona que en la actualidad existan 
dos sistemas procesales como consecuencia a que no exista un buen 
desarrollo en los procesos. 
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2.2.3. Proceso común 
Este proceso es desarrollada por su importancia ya que comprende a 
aquellos delitos que pasan por las tres etapas las cuales, para Ore (2008) 
afirma que: 
La estructura del proceso penal es parte esencial de la reforma. 
Tiene que ver con el diseño general del proceso, así como con el 
papel que se asigna a los sujetos procesales, con la afirmación y 
respeto de los derechos fundamentales, incluidos los de la víctima, y 
con una nueva concepción de la potestad punitiva del Estado (párr. 
1). 
      Esta estructuración a la que hace mención implica que el proceso 
común está conformado por tres etapas a la que ya mencionamos en 
líneas arribas, de esta forma considerándosele como esenciales a los 
sujetos procesales, en nuestro país que adopta el modelo acusatorio con 
rasgos adversativos. 
 
2.2.3.1-Estructura del proceso común 
 
Los países adoptan el sistema acusatorio tienen en su estructura tres 
etapas, en Perú opta estas fases y el cuerpo legal del Código Procesal 
Penal está considerado, por tanto, el jurista Ore (2008) lo desarrolla de la 
siguiente manera:  
Primero: cual está la fase de investigación preparatoria a cargo del 
Fiscal, que comprende las llamadas diligencias preliminares y la 
investigación formalizada; segundo: la fase intermedia a cargo del 
Juez de la Investigación preparatoria, que comprende los actos 
relativos al sobreseimiento, la acusación, la audiencia preliminar y el 
auto de enjuiciamiento. Las actividades más relevantes son el 
control de la acusación y la preparación del juicio; tercero: la fase del 
juzgamiento comprende el juicio oral, público y contradictorio, en el 
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que se actúan y desarrollan las pruebas admitidas, se producen los 
alegatos finales y se dicta la sentencia.  (párr. 20-23). 
      Dentro del proceso común se considera las tres fases o etapas que el 
fiscal juntamente con el investigado  deben de recorrer, cada una estas 
fases tienen un determinado tiempo limitado para la actuación del fiscal. 
 
2.2.4. Proceso especial 
 
      Para el anterior proceso común penal, se menciona que a los juicios 
solo deben de llegar los procesos complejos, mientras tanto los procesos 
que no cuenta con complejidad deben tomar medidas alternativas para 
concluir el proceso, por ello, se toma en cuentan dos procesos los que son 
comunes y los especiales, para Padilla (2016) quien resume los siete 
procesos especiales de la siguiente forma:  
Primero: el proceso inmediato, vigente desde el 29 de noviembre de 
2015 en todo el país, de conformidad con lo previsto en el  artículo 
3º del Decreto Legislativo Nº 1194; segundo: el proceso de 
Terminación Anticipada, vigente en todo el país desde el 01 de 
febrero de 2006, conforme a lo previsto en la Primera Disposición 
Final de las Disposiciones Complementarias del Decreto Legislativo 
Nº 957; tercero: el proceso por razón de la Función Pública, 
dispuesto para los altos funcionarios; cuarto: el proceso de 
seguridad; quinto: el proceso por delito de ejercicio privado de la 
acción penal; sexto: el proceso de colaboración eficaz, vigente en 
todo el país desde el 01 de julio de 2014, según la Tercera 
Disposición Complementaria Transitoria de la Ley Nº 30077; y por 
último, séptimo: el proceso por faltas  (pp. 46-47). 
      El presente proceso tiene el carácter  dé simplificado, esto es a que el 
fiscal juntamente con la policía agoto la investigación en un corto tiempo, 
por lo que no es necesario recurrir al proceso común, para Calderón (2011) 
indica que se busca “la racionalidad y eficacia en aquellos casos en los que 
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más actos de investigación resultan innecesarios” (p. 185). La rapidez de 
los procesos es aplicar el principio de inmediatez. Con este proceso es 
evitar la carga procesal y acelerar el proceso, de acuerdo a la normatividad 
el Código Procesal Penal en el artículo 446˚ al 448˚ se encuentra tipificado 
el proceso inmediato. 
 
2.2.4.1.1. Simplificación Procesal y Acuerdo Plenario N° 02−2016 
 
Este proceso especial es un mecanismo de simplificación procesal, que en 
fecha  01 de agosto del 2015 en tumbes se dio un plan piloto esto para la 
atención de los delitos en flagrancia en la que se dio sin reforma legal, por 
lo que solo se utilizó el .proceso especial inmediato introducido en el Nuevo 
Código Procesal Penal del 2004.  En la que este proceso especial no tuvo 
la eficiencia que se esperaba, puesto que no se conto con el apoyo del 
Ministerio Publico,  es por ello  que se continuo con la práctica del proceso 
común a pesar que estos pudieren estar dentro de un proceso inmediato tal 
como lo establece  el artículo 446 del  código, en que claramente indica 
que el “puede”. Que sobre ello,  Para Araya (2016) indica lo siguiente que:  
 En este contexto en cuanto a lo que refiere el artículo 446 en que el 
“puede” incoar en proceso inmediato siempre en cuando reúna los 
requisitos admitidos por este instituto. Esto con el fin de erradicar el 
crimen organizado así como la delincuencia que preocupa a toda la 
sociedad. En la que este proceso especial inmediato se atiende 
específicamente delitos acaecidos en flagrancia delictiva, evidencia 
delictiva y confesión sincera así como también los delitos de omisión 
de asistencia familiar y conducción en estado de ebriedad o 
drogadicción, (p. 384). 
      Es por ello que las salas penales tanto permanentes y transitorias 
llegan a establecer un acuerdo plenario cuales son: acuerdo plenario 01 − 
2016 y el acuerdo plenario 02 – 2016, en la que constituyen una doctrina  
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legal sobre esa materia, en la cual se dan conclusiones relevantes en la 
que podemos concretar de esta manera:  
Acuerdo plenario 02−2016. Se realizó un pleno estudio sobre  la 
definición legal y como doctrinal en lo que concierne a la flagrancia 
delictiva y así como sus notas sustantivas y adjetivas y los plazos de 
tramitación del proceso inmediato. También se dieron controles 
judiciales para que se lleve a cavo la incoación del proceso 
inmediato esto previa verificación en la que se tiene que tener en 
cuenta  que dicha conducta debe de encontrarse dentro de los 
presupuestos que dicta el proceso de flagrancia cuales pueden ser 
delito flagrante, delito confeso, omisión de asistencia familiar o 
conducción en estado de ebriedad o drogadicción; así como la 
existencia de las notas sustantivas y adjetivas de la flagrancia 
delictiva y como también observar la ausencia  de complejidad y 
simplicidad procesal. Y en cuanto a la tramitación del proceso 
especial inmediato se realiza definiciones claras sobre el ejercicio 
del derecho a la defensa, el proceso de incoación, sobre los medios 
cautelares y solicitudes concurrentes y además sobre la apelación, 
la constitución de las partes y sobre la prueba pericial. Por último se 
determina la constitucionalidad del proceso especial, esto en 
cumplimiento de las garantías judiciales y sobre todo el de la 
protección del derecho de defensa de las partes  (p. 387). Y que 
todo esto son  acuerdos tomados por la mayoría  de votos disidentes 
 
2.2.4.2. Proceso inmediato 
      Es un proceso  abreviado en donde se simplifica el proceso por existir 
la figura jurídica penal de flagrancia, conforme el artículo 446˚ del código 
Procesal Penal, los trámites que se realizan ante el órgano judicial se 
reduce y también la aceleración del proceso se simplifica, donde podemos 
mencionar que del proceso común  de sus etapas a seguir se elimina la 
segunda etapa que es la intermedia, solo se actúa la etapa preliminar con 
la prueba y el juicio oral, sin embargo, para San Martin (2016) señala que: 
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“Su configuración legal esta con la notoriedad y evidencia de elementos de 
cargo, a la cual esta permite advertir con verosimilitud el delito que es 
objeto de persecución procesal y por ende la intervención del imputado” (p. 
153); al referirse  la incoación nos referimos a que no se requiere la 
aceptación del imputado, es decir, que la actuación solo lo realiza el fiscal 
por ser de delito flagrante, se considera que para este tipo de delito es 
necesario que exista el delito de flagrancia y a la vez la confesión del 
imputado de que cometió divo acto ilícito. 
Según Calderón (2011) señala presupuestos sobre el proceso especial:  
a) Legitimidad para su incoación: en la que el requerimiento para su 
aplicación debe ser efectuado necesariamente por el Fiscal; b) 
Límite temporal: esto alude a que debe haberse formalizado 
investigación preparatoria y sólo se puede requerir su aplicación 
dentro de los treinta días posteriores a dicho acto procesal; por 
ultimo c) Condiciones materiales: en la que es posible incoar este 
proceso especial cuando se trata de un caso de flagrancia delictiva o 
de confesión sincera;  en ambos casos deben existir suficientes 
elementos de convicción logrados en las diligencias preliminares o 
incipiente desarrollo de la investigación preparatoria (pp. 185-186). 
Presupuestos que tienen que ser tomados en cuenta para poder 
incoar este proceso.  
      Los elementos de convicción que se requiere para imputación 
necesario deben de ser verídicos. En la acotación que realiza La Ley 
(2015) que afirma “Este proceso estaba destinado a reducir los plazos, 
dándole al fiscal la oportunidad de interponer acusación cuando tiene todos 
los medios probatorios suficientes para imputarle responsabilidad al 
detenido” (párr. 1).  Siguiendo a la página web La Ley en donde desarrolla 
la modificatoria sobre el proceso especial, indicando: 
Si bien es cierto el articulo 447 contempla una estructura diferente y 
nueva de la que estaba plasmada anteriormente y que de ello cabe 
resaltar el párrafo 1 en lo que claramente indica con referente al 
término del plazo para que se realice la detención policial y que el 
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fiscal debe solicitar al juez de la investigación preparatoria para la 
incoación del proceso inmediato y que esta deba ser resuelto dentro 
de las 48 horas y que durante todo el tramite el imputado debe de 
estar detenido hasta la realización de la audiencia. Así mismo en el 
cuarto párrafo indica que es inaplazable la audiencia única de 
incoación del proceso inmediato, así también se indica en el párrafo 
sexto que el fiscal debe formular acusación dentro de las 24 horas, 
la cual esta deberá ser emitido en el día al juez penal de parte del 
juez de investigación preparatoria en lo que dictara el auto de 
enjuiciamiento y citación a juicio. 
Ahora bien en cuanto al artículo 448 en la que regula la audiencia 
del juicio inmediato que también presenta cambios en lo que se 
establece que el juez debe realizar la audiencia única en el momento 
y día de recibido la incoación del proceso inmediato, en la que esta 
realización no debe pasar las 72 horas y así como también en el 
párrafo cuarto se dispone que las audiencias se debe realizar de 
manera continua sin interrupciones hasta su conclusión y si no 
cumple los requisitos mínimos debe someterse al proceso común” 
(párr. 8-11). 
De la idea podemos mencionar  a Tejada (2016) quien afirma que: “Los 
procesos o procedimientos especiales están destinados a promover la 
eficacia y la simplificación procesal, en otras palabras hace que el tiempo 
sea más corto entre el conocimiento del hecho y  el fallo” (p. 56). 
2.2.4.3. Características  del proceso inmediato 
En este tipo de proceso  el autor al que seguimos Tejada (2016) considera 
las siguientes características sobre el proceso inmediato son:  
Es obligatorio: puesto que a partir de la modificación el proceso 
inmediato el Fiscal tendrá la obligación de incoarlo cuando se 
encuentre frente a cualquiera de los cinco supuestos enunciados 
como presupuestos materiales por lo que esta deja de ser opcional, 
por tanto La falta de cumplimiento conlleva a responsabilidad 
funcional en los fiscales… Es restrictivo de la libertad: esto hace 
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alusión a que  el imputado va a permanecer detenido durante 24 
horas, hasta que se lleve a cabo la audiencia de incoación de 
proceso inmediato, que esta puede ser prolongada hasta 48 horas 
adicionales. Es Célere: puesto que este  proceso debe se realizarse  
en un tiempo breve, en lo que los plazos son contemplados en horas 
y por tanto el plazo  no debe exceder  las 72 horas. Las Audiencias 
son Inaplazables: esto alude a que las audiencias del proceso 
inmediato son impostergables. Es sancionador: Porque el 
incumplimiento de los plazos genera responsabilidad funcional en los 
infractores, ya sea jueces o fiscales, incluso al abogado defensor 
que no asista a la audiencia única de incoación del proceso 
inmediato o a la audiencia única de juicio inmediato. Es garantista: 
Puesto que las decisiones trascendentales se toman en audiencia 
bajo los principios de inmediación, oralidad, contradicción y 
publicidad, todo conforme lo exige el sistema acusatorio. Es de  
Citación de parte: esto hace alusión a que la parte que los ofreció se 
hace responsable de su citación y de garantizar su concurrencia a la 
audiencia única de juicio inmediato. Es Impugnable: esto alude a que  
la resolución que admite o rechaza la incoación del proceso 
inmediato es apelable, lo que hace posible que  la revisión se lleve a 
cabo en una instancia superior. Es Excepcional: porque que los 
procesos especiales son de aplicación excepcional, esto en virtud 
que la regla general en el código adjetivo es la vía del proceso 
común, (pp. 57-58).  Las cuales son características propias y 
relevantes de este tipo de proceso.  
2.2.4.4. Incoación del proceso inmediato 
 
      En el  Código Procesal Penal, señala la incoación del proceso, el 
Decreto Legislativo N° 1194, que realiza modificaciones al Código Procesal 
Penal, en el artículo 446 del CPP señala: 
El Fiscal debe solicitar la incoación del proceso inmediato, bajo 
responsabilidad, cuando se presente algunos de los siguientes 
supuestos: 
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1. El imputado ha sido sorprendido y detenido en flagrancia de 
delito (…). 
2. El imputado ha confesado la comisión del delito, (…). 
3. Los elementos de convicción acumulados durante las diligencias 
preliminares (…). 
 
De la misma forma La Ley (2015) señala: 
…el artículo 446˚ del CPP ahora dispone que sea deber del fiscal la 
incoación del proceso inmediato; por los supuestos de detención en 
flagrancia delictiva, confesión del imputado o la existencia de 
elementos de convicción acumulados durante las diligencias 
preliminares; asimismo, se exonera al fiscal del deber de incoar el 
proceso inmediato en los casos complejos… (Inciso 2). Finalmente, 
que en los casos de delitos de omisión de asistencia familiar y los de 
conducción en estado de ebriedad o drogadicción el fiscal también 
deberá solicitar la incoación del proceso inmediato, sin perjuicio de  
que las partes pueden instar la aplicación del principio de 
oportunidad… (párr. 4-7). 
Este proceso inmediato tiene características propias y más aun cuando se 
contempla que el juez debe de incoar el proceso inmediato bajo 
responsabilidad, eso quiere decir que está obligado delo contrario se dará 
sanciones establecidas por la ley. 
 
2.2.4.5. Requerimientos que debe de realiza el Fiscal 
En el desarrollo que realiza el juez y maestro del derecho peruano San 
Martin (2016) afirma cuales son los requerimientos que debe de realiza el 
Fiscal son:  
En cuanto al requerimiento fiscal: …solo el fiscal, formule por escrito 
el requerimiento correspondiente al juez de la investigación 
preparatoria… en cuanto al tramite inicial: que el trámite de traslado 
puede obviarse en los supuestos de manifiesta inadmisibilidad o 
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improcedencia del requerimiento en cuestión; y si ya venció el plazo 
para incoar el procedimiento inmediato o si  no se cumplen con los 
requisitos para su instauración, el juez puede rechazar liminarmente  
la solicitud fiscal. Por último la decisión fiscal: El auto que emite el 
juez de la investigación preparatoria es apelable. el efecto es 
devolutivo… (pp. 158-159). 
      Este requerimiento que el fiscal realiza debe de culminarse después de 
las diligencias preliminar, teniendo un plazo máximo de treinta días, si es 
que venciera el plazo el fiscal no podrá instaurarlo, por tanto, el fiscal debe 
acompañar el expediente fiscal por lo que son necesarias para que el juez 
de investigación preparatoria pueda examinar. 
 
2.2.4.6. Decreto Legislativo N° 1194. 
      Se indica de la siguiente manera a las modificaciones que se dan a los 
artículos 446,447 y 448 del código procesal penal. Que en su libro  el 
nuevo proceso inmediato para delitos en flagrancia y otras delincuencias 
(Decreto Legislativo N° 1194 y Acuerdos Plenarios 02−2016) en la que 
Araya (2016)  indica lo siguiente:  
Que, conforme la ley N° 30336, ley que le da la facultad al poder 
ejecutivo, de legislar en materias de seguridad ciudadana la  lucha 
contra la delincuencia y el crimen organizado, esto por un término de 
90 días. Es por ello que es necesario establecer instrumentos 
eficaces para la ejecución de la flagrancia delictiva que en beneficio 
de la ciudadanía permita resultados eficaces (p. 455) 
En la que se concluye que esta norma tiene el objetivo de regular el 
proceso inmediato en casos de flagrancia, modificación que se realiza a los  
artículos 446°,447° y 448° del Código Procesal Penal que fue aprobado por 
el Decreto Legislativo N° 957.  
En resumidas cuentas  el articulo 446˚. Que nos habla de los 
Supuestos de aplicación en la que nos dice que: es deber del fiscal 
de solicitar la incoación del proceso inmediato cuando se presente 
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alguno de estas características bajo responsabilidad; a) si el 
imputado ha sido sorprendido con las manos en la masa  y que de 
manera inmediata y sin demora lo hayan detenido. b) y que el 
imputado haya confesado su delito. c) o que las evidencias tanto en 
la investigación y el interrogatorios delaten por si solas su conducta.  
Que se exceptúan en casos que sean  complejos. Que si se trata de 
un caso que implica a varios imputados, solo es posible el proceso 
inmediato si todos son reúnen los requisitos establecidos líneas 
arriba y que estén implicados en el mismo delito. Por último solicitar 
incoación del proceso inmediato para delitos de omisión de 
asistencia familiar y conducción en estado de ebriedad o 
drogadicción  (pp. 456 − 457). 
Ahora  sobre la audiencia única de incoación del proceso inmediato en 
casos de flagrancia delictiva lo establece en siguiente artículo: 
Conforme establece el artículo 447°. Que  nos indica claramente de 
una audiencia única de incoación del proceso inmediato en casos de 
flagrancia delictiva en la que: al término del plazo de la detención el 
fiscal debe solicitar al juez de la investigación preparatoria la 
incoación del proceso inmediato  y realizar la audiencia  única; que 
el fiscal debe acompañar el expediente fiscal y comunicar si requiere 
la imposición de alguna medida coercitiva; pueden instar la 
aplicación del principio de oportunidad, de un acuerdo reparatorio o 
de la terminación anticipada, según corresponda; esta audiencia es 
de carácter inaplazable en la que esta debe ser de manera oral y en 
el siguiente orden, según sea el caso; el auto debe ser pronunciada 
en la misma audiencia de incoación, de modo impostergable; el 
fiscal procede a formular acusación dentro del plazo de veinticuatro 
(24) horas, bajo responsabilidad… (p. 457−459). 
Por último, sobre la audiencia única de Juicio Inmediato lo establece en 
siguiente artículo: 
Cuál es el artículo 448. Que establece sobre la audiencia única de 
juicio inmediato en la que: recibido el auto  que incoa el proceso 
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inmediato, el juez penal competente realiza la audiencia única de 
juicio inmediato en el día, no más de  72 horas desde la percepción, 
bajo responsabilidad funcional; la audiencia única de juicio inmediato 
es oral, pública e inaplazable; y las partes preparan sus órganos de 
prueba; instalada la audiencia, el fiscal expone resumidamente los 
hechos, la calificación jurídica y las pruebas que ofrecerá para su 
admisión; el Juez Penal dicta acumulativamente el auto de 
enjuiciamiento y citación a juicio, de manera inmediata y oral; por 
último el juicio se realiza de manera  continua sin  interrupción hasta 
su conclusión (p.459−460). 
 
2.2.4.7. Obligatoriedad de Incoación del Ministerio Público 
      Que, frente a la obligatoriedad de incoación del Ministerio Público  se 
aborda la constitucionalidad de la obligatoriedad de incoación producto de 
la reforma del “puede” al “debe” del artículo 446. En la cual las salas 
penales realizan un análisis  para justificar la reforma introducida de esta 
manera, Según Araya (2016). En la que señala que;  
“el supuesto delito de flagrante, en tanto el imputado este 
efectivamente detenido, la cual se determina la solicitud de incoación 
del procedimiento inmediato luego de vencido el plazo de 24 horas o 
15 días, según sea el caso…”,  en la que solo el fiscal tiene la 
facultad de poder examinar siempre en cuando sea  antes de poder 
responsabilizar a una persona, y si se puede  la aplicación de algún 
criterio de oportunidad, por tanto “si se cumplen estrictamente las 
notas materiales o sustantivas y adjetivas de la flagrancia delictiva, 
así como el requisito de simplicidad procesal” (p.414), entonces se 
hace efectiva la obligatoriedad lo que es del fiscal para solicitar la 
incoación del procedimiento inmediato, Por lo que esta 
responsabilidad se entenderá cuando se haga  evidente en la que se 
debe proceder a la solicitud de incoación del proceso inmediato por 
tanto aquí no se impone una actuación irrazonable al Ministerio 
Publico, si no que solo  se reclama el cumplimiento de la ley y que 
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se satisfagan y se cumplan determinados  requisitos con  
fundamento de manera razonable; si bien es cierto, “la flagrancia 
delictiva,  no es el único presupuesto material de la evidencia 
delictiva, sino que también se encuentran ciertos  presupuestos de 
confesión y de delito evidente”, es por ello que si se dan “los 
requisitos para su instauración antes de los treinta días de 
formalizada la investigación preparatoria” (p.415); en cuanto a la 
consecuencia disciplinaria se indica que se consideraría 
inconstitucional si esta no se toma las circunstancias debidas de 
cada caso concreto esto siempre en cuando aplicando el control de 
constitucionalidad difuso, por ello son constitucionalmente 
desproporcionadas y afectan la autonomía del Ministerio Publico 
como órgano constitucional y la libertad de actuación, dentro de la 
ley, de los fiscales  cabe concluir que si la norma en cuestión se 
interpreta tal como se plantea en este acuerdo plenario  será viable 
excluir su inaplicación por inconstitucional; por lo que resulta 
inconstitucional obligar al Ministerio Publico que bajo amenaza  de 
ser sancionado de forma disciplinaria para que requiera el inicio del 
proceso inmediato, es por  ello el Decreto Legislativo N° 1194 debe 
ser modificado,  indicando  de que “el fiscal “puede” y no “debe”  
solicitar la incoación del proceso inmediato suprimiendo el término 
“bajo responsabilidad” (p.416), en otras palabras se le obliga al fiscal 
a incoar el proceso inmediato y más aun cuando se le indica  que es 
bajo su responsabilidad delo contrario se hará acreedora de una 
sanción disciplinaria, por lo tanto  no se le está dando otra opción, “si 
o si”,  en la que está claro que esto afecta  a todo el sistema de 
justicia puesto que vulnera la labor fundamental de la fiscalía que la 
impartición de la justicia.es  tarea propia de esta institución. 
 
2.2.4.8. La imputación necesaria en el proceso inmediato 
      En el proceso inmediato es necesario que se mencione la imputación 
necesaria ya que tiene que adecuarse  a la conducta típica que realiza el 
imputado, surgiendo de esto el principio de culpabilidad ya que mediante 
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ella se llegara a que el imputado sea responsable de la conducta ilícita y a 
la vez sea sentenciado según l decisión de juez,  para Guillermo (2016)  
explica que: “La imputación penal que formula la fiscalía en la que se le 
atribuye a una persona la realización de un hecho punible sobre la base de 
elementos de convicción obtenidas, acto que habilita el derecho a la 
defensa al imputado” (p. 74). Según Jauchen (2007) sostiene “(…) La 
persona que es desde un inicio sindicada como sospechosa, y hasta que 
se dicta una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, tiene en 
puridad la calidad de imputado, terminología genérica que comprende a 
aquéllas” (p. 16).  
 
2.2.4.9. El Proceso Inmediato y el ejercicio del derecho de defensa 
En cuanto al proceso inmediato y el ejercicio del derecho de defensa, que 
por las características individuales de cada una de ellas  y de los casos de 
simple y sencilla resolución y en aplicación del principio de aceleración  y 
simplificación procesal en lo que se considera que hay un respeto de las 
garantías de las partes por lo que Araya (2016) sostiene que: 
se advierte la posibilidad de transformación de proceso especial a 
común a efecto de poder hacer cumplir los estándares de 
juzgamiento,  por ello la función del juez es realizar la audiencia 
única en un debate de contradicción …; es por ello que tenemos que 
tener en cuenta que el derecho a la defensa es un principio por lo 
tanto este protege el derecho a no quedar en estado de indefensión, 
es decir en no quedar solos en cualquier etapa del proceso judicial o 
del procedimiento administrativo sancionatorio puesto que todos 
contamos con las garantías que nos protege y constitucionalmente; 
pues al hablar del estado de indefensión…; es decir lo que 
realmente como sucedieron las cosas y por ende  con las debidas 
garantías que la misma constitución lo atribuye, sino también a lo 
largo de todas las etapas del proceso o procedimiento…; por lo que 
este derecho se ejerce a través de otros derechos, tales como: 
derecho  a la defensa técnica el derecho a ser oído, el derecho a la 
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igualdad de armas, derecho a utilizar los medios de prueba 
pertinentes, el derecho a intervenir, en igualdad de condiciones, en 
la actividad probatoria, el derecho a ejercer su autodefensa material, 
el derecho a guardar silencio o abstenerse a declarar; el derecho a 
no autoincriminarse, el derecho a traductor o interprete (pp. 417− 
419). 
 
2.2.4.10. Violación de la presunción de inocencia  
      En primer lugar debemos tener en cuenta de que la presunción de 
inocencia es un principio, lo cual al respecto Según Jean Paul M.O. en su  
(tesis), procedimiento para investigar y sancionar delitos flagrantes como 
respuesta a la criminalidad, Lima  (2015); citado por Araya (2015), escribió: 
Que: 
Al aplicar el nuevo procedimiento especial para delitos flagrantes  se  
podría surgir la crítica de que al intervenir al agente en flagrancia 
automáticamente se le consideraría culpable…, es decir que 
equivocadamente se condenaría al agente tan solo por ser 
intervenido en flagrancia; por lo que  estaríamos frente a una  
vulneración del derecho a la presunción de inocencia, establecido en 
el  inciso 24 del artículo 2º de la Constitución Política del Estado, en 
la que  se encuentra establecido de  que: “Toda persona es 
considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente 
su responsabilidad”, por lo tanto mientras no lo sea es inocente, 
puesto que la culpabilidad se prueba y la inocencia se presume; la 
cual al respecto, Araya (2015) ha señalado que  no se estaría 
vulnerando el derecho a la presunción de inocencia… (pp. 206-207). 
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2.2.5. Flagrancia delictiva 
      Es un comportamiento en la situación en que el delincuente es 
sorprendido  cuando su forma de actuar contraviene a la normatividad, sin 
embargo, Según Hernández (2013) afirma al respecto: 
 
Esta proviene del latín flagrans, que significa lo que se está 
ejecutando en el momento, expresión latina flagrare que significa 
arder o resplandecer como fuego o llama, por tanto es el acto que se 
enciende a los ojos del quien lo ve (p. 1772). 
      Para la Constitución Política en el artículo 2° inciso 24) letra “f” 
considera que el arresto es “en caso de flagrante delito”; de igual forma la 
STC se ha pronunciado en reiteradas veces sobre la flagrancia con lo que 
en el Expediente N° 05696‐2009‐PHC/TC, ha establecido que se debe de 
cumplir los requisitos que señala cuales son: a) La inmediatez temporal, en 
otras palabras que el delito se esté cometiendo o se haya cometido 
momentos antes; y, b) La inmediatez personal, en otras palabras, que el 
presunto delincuente se encuentre en el lugar de los hechos, en el 
momento de la comisión del delito, y esté relacionado con el objeto o los 
instrumentos del delito, en ese sentido de idea la flagrancia es el delito que 
ha realizado en un espacio tiempo consumándose públicamente, En laque 
Hernández (2013) define “acto por el cual (…), priva provisionalmente de la 
libertad a otra, a quien sorprende en el momento mismo en que está 
cometiendo un delito o bien cuando se halla en un estado declarado 
equivalente por la ley” (p. 1773).  
      En la Sentencia que se rescata la Corte Interamericana en el  Caso 
López Álvarez Vs. Honduras serie C N° 141 constituye: 
La flagrancia.: …Esta hace alusión a quien practica la detención, 
pero resulta insuficiente para quien lo sufre… ;  Piénsese, además, 
que la información sobre el motivo de la detención no solamente da 
noticia de que el agente del Estado considera que se han 
presentado determinados hechos, sino que también se manifiesta 
implícitamente que éstos son ilícitos o reprochables, 
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consideraciones, todas ellas, que atañen a la justificación del Estado 
y a la defensa del individuo (párr. 13), según el hecho cometido es 
público a la sociedad y a las autoridades como es la policía y otros 
que están para penalizar la conducta ilícita.  
      A partir de estas definiciones el jurista nacional San Martin (2016) 
desarrolla cuatro notas esenciales del delito de flagrancia:  
Primero: Inmediatez, que implica que la acción delictiva se esté 
desarrollando o se acabe de realizar; Segundo: Relación directa del 
imputado con la cosa, ya sea con el instrumento, objeto o efectos del 
delito; Tercero: Percepción directa, de la situación delictiva. Cuarto: 
Necesidad de urgencia de la intervención para evitar la consumación 
o agotamiento del delito o desaparición de los efectos del mismo (p. 
154);  
      Por ello que para la existencia de flagrancia delictiva los principios 
importantes los cuales son: a) Fumus Commisi Delicti: Este principio 
también es conocido como atribución de un delito, en la que un tercero 
percibe el hecho de manera directa e inmediata y aprehende al sujeto en 
flagrante delito. b) Periculum Libertatis: Este concepto parte de la 
necesidad de la intervención, aprehensión para evitar la huida que es una 
medida necesaria; así como también debemos de tener en cuenta dos tipos 
de presupuestos, los generales y los especiales; primero: los presupuestos  
Generales que son tres; la flagrancia, la confesión y los suficientes 
elementos de convicción y previo interrogatorio del imputado, y los 
presupuesto  específicos, es que el Proceso Inmediato procederá de 
manera obligatoria ante los delitos de Omisión a la Asistencia Familiar y el 
de Conducción de Vehículo en Estado de Ebriedad o Drogadicción, delitos 
propiamente establecidos para esta sean juzgados dentro de este proceso 
especial cual es el proceso inmediato. 
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2.2.6. La confesión del investigado 
 
      Desde el primer momento para que se esclarezcan los hechos 
delictivos, el imputado debe de reconocer sobre la participación de la 
conducta ilícita, así mismo, para el doctor Salas (2016) explica que la 
confesión es: 
…es un reconocimiento del delito por parte del imputado, solo vale 
como tal, conforme lo establece el artículo 160° del NCPP, en tanto 
el imputado reconoce los cargos atribuidos en su contra, por lo tanto 
esto solo tendrá valor probatorio cuando esté debidamente 
corroborado por otro y otros elementos de convicción, en pleno de 
sus facultades psíquicas; en presencia del juez o el fiscal, por ende 
ante la presencia de su abogado (p. 34). 
      Por tanto la confesión es el encausamiento penal que considera como 
la declaración automática, necesaria, libre, consiente, sincera, verosímil y 
circunstancial, en la que cada uno de estos términos de gran valor,  para 
que el proceso sea más rápido y eficaz . 
2.2.7. Tipos de flagrancia 
      La literatura jurídica ha señalado con respecto a los tipos de flagrancia, 
dentro de los cuales podemos señalar: 
1. La flagrancia estricta: el desarrollo sobre este tipo de flagrancia 
cuando el imputado es capturado con las manos en la masa, para 
Tejada (2016) señala “cuando el sujeto es sorprendido y detenido en 
el momento mismo de estar ejecutando o consumando el delito, 
concepto que se encuentra vinculado con las fases consumativa o 
ejecutiva del hecho punible” (p. 52).  
2. La cuasi flagrancia: se considera cuando el agente que ha incurrido 
en el hecho, es perseguido por la policía y detenido, mientras para 
Tejada (2016) “Se da cuando un individuo ya ha ejecutado el hecho 
delictivo, pero es detenido poco después, ya que no se le perdió de 
vista desde entonces” (p. 53). 
42 
 
3. La presunción de flagrancia: a este tipo de flagrancia se le considera 
cuando la fuerza pública sorprenden al autor del hecho ilícito con los 
objetos que sustraídos y estas se convertirán en los elementos de 
convicción, Tejada (2016) considera “el individuo ni ha sido 
sorprendido al ejecutar o consumar el delito, y tampoco ha sido 
perseguido luego de cometido. Sólo hay indicios razonables que 
permiten pensar que él es el autor del hecho” (p. 53). 
2.2.8. Principios del Proceso Penal 
 
      Los principios que considera en CPP, son a criterio de orden jurídico 
que orienta el proceso penal, lo que radica es para garantizar al investigado 
un proceso justo sin que se vulnere ningún derecho que la Constitución 
indica y el propio Código, esta ideología con la que se sustenta, es al 
modelo procesal al que pertenece.  Para Yacobucci (2002) considera “La 
idea del principio como aquello que permite explicar o entender algo” (p. 
57). Este reconocimiento que realiza la normatividad es para garantizar los 
derechos fundamentales de las personas procesados por un delito, de los 
cuales señalamos los principios del proceso penal.  
Principio a la presunción de inocencia  
a) Principio acusatorio 
Se encuentra tipificado en PCC “El juicio es la etapa principal del 
proceso. Se realiza sobre la base de la acusación, sin perjuicio de las 
garantías procesales reconocidas por la Constitución y los Tratados de 
Derecho Internacional de Derechos Humanos aprobados y ratificados 
por el Perú” (artículo 356) Según Cubas (2008) afirma: 
Que consiste en la potestad del titular del ejercicio de la acción penal 
de formular acusación penal, debidamente fundamentada con 
pruebas válidas contra el agente del delito debidamente identificado, 
la cual sin acusación previa y valida no hay juicio oral, ya que esta 
no  actúa de oficio el juzgamiento (párr. 4). 
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b) Principio de igual de armas 
Es para que se fundamente la contradicción, para Mendoza (2016) 
advierte que “Todos los ciudadanos que intervengan en un proceso 
penal, recibirán idéntico tratamiento procesal por parte de los órganos 
de la jurisdicción penal” (p. 94). De la mima forma en el CPP  afirma que 
“Las partes intervendrán en el proceso con iguales posibilidades de 
ejercer las facultades y derechos previstos en la constitución y en este 
Código. Los jueces preservaran el principio de igualdad procesal, 
debiendo allanar todos los obstáculos que impidan o dificulten su 
vigencia”, para el jurista Cubas (2008) dice: 
 
Que este principio es esencial en este sistema acusatorio adversarial 
puesto que cuyo desarrollo depende las partes y en la que  la 
imparcialidad del juez está garantizada; por lo que aquí se nota con 
claridad la neutralidad al punto que no puede disponer de oficio la 
realización del proceso, ni la realización de pruebas, salvo las 
excepciones previstas en la ley  (párr. 5). 
 
c) Principio de Inviolabilidad del Derecho de Defensa 
Está se encuentra plasmado en el artículo 139° inciso 14) de la 
Constitución Política del Estado,  en la que afirma de  “…no ser privado 
del derecho de defensa en ningún estado del proceso”, por lo que todo 
ser humano que está siendo  procesado por algún delito tiene el 
derecho a la defensa, puesto que  lo designa de la Carta Magna. 
 
d) Principio de publicidad de juicio. 
Se encuentra tipificado en la Constitución Política en el artículo  139° 
inciso 4) y en el artículo I del inciso 2) del Título Preliminar de CPP en 
donde señala del “Toda persona tiene derecho a un juicio previo, oral, 
público y contradictorio…”, de la misma forma Mendoza  (2016) señala 
“La publicidad es considerada como una garantía del ciudadano 
sometido a juicio y a la vez como un derecho político de cualquier 
ciudadano a controlar la actividad judicial” (p. 96).  
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Este principio tiene como finalidad de que la sociedad tenga el 
conocimiento de proceso.  
 
e) Principio de oralidad  
Esta es uno de los principios que garantiza el proceso penal, en el CPP 
es caracterizado más por este principio, ya que el proceso es oral en el 
alegatos de inicio y en el cierre, según Mendoza (2016) sostiene sobre 
el principio que “Todo lo que se pida, pregunte, argumente, ordene, 
permita, resuelva, será concretado oralmente, pero lo más importante 
de las intervenciones será documentado en el acta de audiencia 
aplicándose un criterio selectivo” (p. 97). De la misma forma el acto 
procesal es la expresión oral, “La Oralidad determina una directa 
interrelación humana y permite un mayor conocimiento recíproco y 
personal entre quienes intervienen en el juicio oral” (p. 97).  
El debate que se origina es para esclarecer los hechos y que los 
magistrados puedan comprender la acusación del fiscal como la 
defensa el imputado. 
 
f) Principio de inmediación  
La inmediación como la oralidad está relacionado por el acto procesal, 
ya que lo que se requiere es que el tribunal se encargue de juzgar a los 
imputados desde el inicio hasta el final, lo que busca este principio es 
que las partes tengan relación con los magistrados, es decir, los que 
participan en el proceso de juzgamiento tengan el vínculo con el juez, el 
termino es que la relación interpersonal directa entre las partes, dentro 
de esto se encuentran el acusado, el fiscal, la parte agraviada y el 
juzgados. La condición que se toma es que se requiera a que exista la 
relación cara a cara. 
 
2.2.9. Derecho al debido proceso  
Las manifestaciones del debido proceso es proteger al imputado en un 
proceso penal, civil, laboral y etc., para que no se llegue a vulnerar los 
derechos de las personas, que en la Constitución Política en el artículo 
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139° inciso 3) afirma “Ninguna persona puede ser desviada de la 
jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto 
de los previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de 
excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea 
su denominación”, es claro en señalar la Carta Magna en que ninguna 
persona puede ser desviado de proceso, en el mismo sentido el Tribunal 
Constitucional en reiteradas Sentencias ha señalado como en el 
Expediente N° 0200-2002-AA  en el que considera “Dentro de todo 
proceso, de los derechos y garantías mínimas con que debe contar todo 
justiciable, para que una causa pueda tramitarse y resolverse en justicia” 
(fj.3). 
En la Carta Internacional De Derechos Humanos en sus artículo 8° y 
10° señalan “ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare 
contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
constitución o por la ley”, como también “condiciones de plena igualdad, a 
ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e 
imparcial”, las garantías que establece es de respetar por los derechos de 
fundamentales de las personas, y como obligación el Estado mediante sus 
instituciones  es velar por lo escrito en la Carta Interamericana. 
La defensa de la persona está consagrada en las legislaciones de 
cada país, dentro de ella en nuestro país se encuentran regulados, por 
tanto, esta garantía es aseguradora de toda vulneración a la persona 
humana,  
Para el jurista Agudelo (s.f) menciona garantías y aspectos del 
debido proceso: 
Dentro de las garantías señala dos: la legalidad del juez y la 
legalidad de la audiencia y con respecto al aspecto considera: (a) El 
derecho fundamental al juez director, exclusivo, natural o 
competente, independiente e imparcial. (b) El derecho fundamental a 
la audiencia o a ser oído en un término razonable y en igualdad de 
condiciones con los demás participantes. (c) El derecho fundamental 
a la forma previamente establecida en la ley procesal. (d) El derecho 
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fundamental a que el proceso procese exclusivamente pretensión 
procesal ajustada al derecho sustancial preexistente (p. 92). 
Las garantías que establece el sistema de justicia es para asegurar que el 
imputado sea procesado con toda las garantías, de igual forma proteger 
sus integridad y su dignidad. 
2.2.10.  Derecho a probar 
 
La prueba viene hacer un elemento esencial en el derecho y en sus 
distintas especialidades, este instrumento que es establecido para 
esclarecer los hechos y decidir sobre los resultados, la valoración es 
realizada por los magistrados. Para La Madrid (2010) dice “se considera 
que en el uso corriente del lenguaje, probar significa comprobar o verificar 
la exactitud de la afirmación formulada” (p. 22). En esta idea el autor 
considera que le CPP elabora conceptos desde tres puntos: Primero: 
Desde una perspectiva objetiva, en la que se considera a la prueba como 
un sinónimo de actuación probatoria, en la  que se denomina prueba a todo 
medio que sirve para aproximar el conocimiento de los hechos al Juez o 
para convencerlo de la posesión de la verdad sobre ellos (…); segundo: 
Desde una perspectiva subjetiva, se considera a la prueba esto como 
sinónimo de convicción judicial y se equipara la prueba al resultado que se 
obtiene con la misma; es decir, a la convicción o convencimiento que 
acontece en la mente del Juez (…); tercero: Atendiendo a las deficiencias 
de las nociones anteriores de prueba, la Dogmática procesal ha elaborado 
una concepción objetiva y subjetiva de prueba, según Devis (1994) “el 
conjunto de motivos o razones que nos suministran el conocimiento de los 
hechos, para los fines del proceso, que se deducen de los medios 
aportados” (p. 25). 
La palabra prueba es polisémica teniendo varios significados y aun 
mas en los distintos proceso que existe desde civil, panal, constitucional, 
laboral y otros, sin embargo, tiene solo un fin que es la de comprobar y 
corroborar de forma idónea lo que se desea comprobar en el juicio, por 
tanto.  
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La decisión que elige el juzgador es valorando los medios de prueba 
que actúa en el juicio oral, estos medios de evidencia que se van convertir 
en un medio de prueba es fundamental para el fiscal, con ella va logara a 
que se sentencie al acusado, como también puede liberarse al acusado de 
toda responsabilidad.  
2.2.10.1. Las categorías probatoria 
 
En un proceso penal se revisa minuciosamente las evidencias y para el 
jurista Lamadrid (2010) señala las siguientes categorías probatorias: 
a) El objeto de prueba 
Esto hace alusión al tema de la actuación probatoria del juzgamiento, 
en otras palabras hace alusión aquello que quieres probar, demostrar y 
convencer al juez en la actividad probatoria  (…). 
b) La fuente de prueba 
Esto significa fundamento u origen de algo; la cual es un tema que 
compete en la a la fase de la investigación preparatoria y así de los 
actos iníciales de la investigación. 
c) Los medios de prueba 
Esto parte de la consideración de que el proceso penal se sintetiza en 
un proceso de conocimiento, que en la cual  supone la existencia de un 
sujeto cognoscente y un objeto por conocer, el objeto general de prueba 
o sea la existencia del delito y responsabilidad penal del procesado.  
d) Los órganos de prueba 
Los órganos de prueba vienen hacer  las personas que intervienen en 
tales procedimientos y proporcionan información probatoria al Juzgador; 
así como los  testigos y peritos, en cambio medios de prueba son 
procedimientos legalmente establecidos de introducir información 
probatoria para el Juez. 
e) Elementos de convicción y elementos de prueba 
Nuestro código procesal penal hace referencia expresa a los elementos 
de convicción pero no  a los elementos de prueba,  en la que  los 
elementos de convicción que dogmáticamente aún no han sido 
desarrolladas con precisión… 
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g)Prueba ilegal, prueba prohibida y prueba ilegítima 
Se afirma que la prueba ilegal o prueba ilícita es aquella que se obtiene 
vulnerando el contenido esencial de los derechos fundamentales de la 
persona, sin embargo, la prueba se refiere al medio de prueba o al 
elemento de convicción… (pp. 25-34). 
 Las categorías de la prueba son para diferenciar en cada etapa, 
como son los elementos de evidencia que con el proceso científico llegan 
ser prueba y como también no, la prueba debe de tener un procedimiento y 
a la vez debe ser creíble con testigos y objetitos que acrediten la 
responsabilidad del acusado como también la inocencia. 
2.2.10.2. Principios de la actividad probatoria 
 
La Academia de la Magistratura (2007) desarrolla los principios que 
orientan la actividad probatoria de los cuales mencionamos: 
a) Principio de legalidad: esto hace alusión a la obtención, recepción, 
valoración, lo cual no implica adoptar el sistema de valoración de 
prueba legal o tasada, respetando a la dignidad del ser humano, sin 
que atente contra los derechos de las personas… 
b) Principio de legitimidad: esto implica que el sujeto que aporta la 
prueba y el que la valora (Juez)… 
c) Principio de libertad de la prueba: 
Se basa de que todo se puede probar y por el texto normativo ya 
que esto solo nos establece medios probatorios de manera 
ejemplificativa, no taxativa, puesto que todos son admisibles para 
lograr la convicción judicial… 
d) Principio de pertinencia de la prueba: hace alusión a la relación 
lógica entre el medio de prueba y el hecho que se ha de probar, por 
lo que La prueba es pertinente cuando el medio se refiera 
directamente al objeto del procedimiento. (…). 
e) Principio de conducencia: esto es  cuando los medios de prueba son 
conducentes, en la que crean certeza judicial, por ende este 
principio está relacionado con el principio de utilidad. 
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f) Principio de utilidad: en la cual un medio de prueba solo será útil si 
es relevante para resolver un caso particular y concreto. (pág. 37-
38). 
Los principios guían a la actuación probatoria para que esta tenga 
convicción y no vulnere los derechos del acusado, de la misma forma cada 
principio asegura a que el proceso tenga toda las garantías pertinentes.      
 
2.2.10.3.  Exhibición forzosa o incautación de bienes en caso de 
flagrancia o peligro inminente 
 
De acuerdo a la Escuela del Ministerio Publico (2013) que menciona al 
CPP en su artículo 218° inciso 2) señalando sobre la incautación en caso 
de flagrancia: 
• El Policía, en caso de flagrancia, podrá requerir que se le entregue o 
que se le exhiba bienes que constituyen cuerpo del delito y de las cosas 
que se relacionan con él, dando cuenta inmediata al Fiscal.  
• El Fiscal dispone su realización, en caso de peligro inminente o 
cuando exista peligro en la demora. 
• En ambos casos el Fiscal que tomo conocimiento de la medida o 
dispuso su ejecución requerirá al Juez de la Investigación Preparatoria 
la confirmación del acto (p. 31). 
En caso de flagrancia los bienes que constituyen delito y estas 
tienen la calidad de prueba y que esta acredite la culpabilidad del acusado, 
la detención es realizada instantáneamente por la Policía y a la vez tiene la 
labor de recoger todo los indecisos que sean pertinentes. 
2.2.11. Derecho comparado 
Según Adolfo CARRASCO MELÉNDEZ, (tesis), la implicancia del proceso 
inmediato por flagrancia delictiva al principio acusatorio y al derecho a ser 
juzgado en un plazo razonable, lima-norte (2016). en su  Análisis de 
Derecho Comparado Con Costa Rica que sirvió como modelo para la 
implantación del proceso inmediato por flagrancia en nuestro país se 
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realizó una mala copia de dicho modelo, pues los plazos establecidos en 
ese país son de 3 a 4 semanas, e incluso por este plazo de duración se 
aplica la prisión preventiva, sin embargo nuestro proceso no solamente 
excede el plazo establecido para la detención, sino 75 que acelera el 
proceso para que este no calce en la necesidad de utilizar la prisión 
preventiva. (…). El Tribunal Costarricense establece que este proceso 
especial para la flagrancia es Constitucional, sin embargo justamente por el 
respeto de la constitucionalidad se debe respetar las demás normas que 
regulan y dan protección a un proceso, tal cual es la prisión preventiva la 
cual se tiene que dar en el lapso de tiempo que supera a la detención como 
es el presente caso.(…) (pag.74−75). 
 
2.3. MARCO CONCEPTUAL 
 
Acusado 
Persona a quien se imputa la comisión de un delito. Claro es que la 
acusación no presupone la culpabilidad del imputado, ya que la causa que 
se le siga puede ser sobreseida definitivamente o terminar en una 
absolución. En los procedimientos penales de raíz liberal, al acusado se lo 
supone inocente mientras no se pruebe lo contrario (Ossorio, 2010, p. 57). 
Acusación 
En general se entiende por acusación la que se ejercita ante el juez  o 
tribunal de sentencia, contra la persona que en el sumario aparece como 
presunta culpable, y se denomina denuncia al hecho de poner en 
conocimiento del juez instructor la posible existencia de un delito y de un 
probable delincuente (M. Ossorio, 2010, p. 57). 
Acción 
Para que pueda instaurarse la pretensión punitiva y para que, si la misma 
tiene fundamentos, se dicte la sentencia que actúe concretamente la ley 
penal sustantiva (es decir, se realice el Derecho Penal) es necesario que, 
previamente, se lleven a cabo una serie de actos que, formalmente 
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previstos por la ley procesal, constituyen lo que entendemos por proceso 
penal; ahora bien, para que éste se inicie y válidamente se desarrolle, es 
preciso el acto de instancia que se denomina acción procesal (Vázquez, 
1995. P. 311-312). 
Acción penal 
Es la que se ejercita para establecer la responsabilidad criminal y, en su 
caso, la civil, ocasionada por la comisión de un delito o falta. La 
determinación de quienes pueden ejercitar esta acción constituye uno de 
los temas más debatidos en Derecho Procesal y Penal, y se resuelve por 
las diversas legislaciones de muy diversa manera. Como norma 
orientadora, puede afirmarse que la acción está encomendada principal o 
inexcusablemente al ministerio fiscal cuando se trata de delitos que afecta 
a la sociedad y que por ello tiene carácter público (…). Las acciones 
penales no se excluyen unas a otras  (M. Ossorio, 2010, p.38). 
Carga procesal 
Obligación que, dentro de la marcha del proceso, corresponde a cada uno 
de las partes, por ejemplo, la que se refiere al impulso procesal. Entre esas 
cargas puede decirse que la principal es la que se afecta a la prueba, y, en 
virtud de ella, la persona que alega ante la justicia de un hecho o reclama 
un derecho, ha de probar la realidad de aquel o la procedencia de este (M. 
Ossorio, 2010, p. 159). 
Delito 
A propósito del término de delito, valgan algunas aclaraciones previas: en 
relación a la gravedad de la infracción penal, la noción jurídica de delito en 
su acepción genérica abarca, en nuestro sistema legal, a los delitos y 
faltas. Dentro de los delitos, se diferencian las categorías de los delitos 
graves (infracciones penales sancionadas con penas graves), que en otros 
sistemas son denominados crímenes, y los delitos menos graves 
(infracciones penales sancionadas con penas menos graves), que en otros 
sistemas son designados simplemente delitos. Los delitos constituyen las 
infracciones penales de mayor gravedad. Las faltas penales (en otros 
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ordenamientos denominados contravenciones) constituyen las infracciones 
criminales de menor gravedad. En la práctica es relativamente común 
aludir a la genérica categoría de la infracción penal o criminal mediante la 
metonímica expresión (empleada también en acepción genérica) de delito, 
con la que, utilizada en un sentido amplio, se alude tanto a los delitos como 
a las faltas (Polaino, 2004, p. 86). 
Derecho a la defensa 
En consecuencia, en este contexto, el derecho de defensa adquiere una 
importancia esencial, por cuanto se traduce en el derecho del imputado a 
ser oído y a que lo que manifieste, cuando decida hacerlo, sea tomado en 
cuenta por el juez para formar su decisión, aunque tales alegaciones sean 
completamente rechazadas. Si tenemos en cuenta que la decisión 
jurisdiccional se caracteriza porque es producto de la interacción de los que 
resultarán afectados por la decisión, se comprende la exactitud de la 
afirmación de que sin defensa no hay proceso justo o debido, porque es la 
que asegura la participación de los interesados en la producción de la 
decisión (Carocca, 2005, p. 85). 
Detención 
En el marco del nuevo sistema de justicia penal, la detención es aquella 
medida cautelar consistente en la privación de libertad de una persona, por 
un plazo máximo de cuatro días, practicada por la policía previa orden 
judicial, o por ella misma o por un particular en el caso de delito flagrante, 
con la sola finalidad de poner al imputado a disposición del fiscal para 
iniciar o proseguir una investigación (Carocca, 2005. pp. 159-160). 
El juez 
En sentido amplio llamase así todo miembro integrante del poder judicial, 
encargado de juzgar  los asuntos sometidos a su jurisdicción. Tales 
magistrados están obligados al cumplimiento de su función de acuerdo con 
la constitución y las leyes, con las responsabilidades que aquella  y estas 
determinan. En sentido restringido, suele denominarse juez, quien actúa 
unipersonalmente, a diferencia de los que  actúan colegiadamente y que 
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suelen llamarse ministros, vocales, camaristas o magistrados (M. Ossorio, 
2010, p. 543). 
Fiscal 
El Ministerio Público es un órgano constitucional autónomo, es decir, no 
forma parte de ninguno de los tres tradicionales poderes del Estado. Por lo 
que  el Ministerio Público ha sido establecido para llevar a cabo  la correcta 
impartición de justicia, puesto que es el encargado de ejercer la titularidad 
de la acción penal. De este modo, a través de los fiscales, el Ministerio 
Público es el responsable de la persecución del delito, pues conducirá 
desde su inicio las investigaciones para reunir los elementos de convicción 
(pruebas) que acrediten los hechos delictivos y denunciar ante el Poder 
Judicial al presunto imputado (De La Jara, Mujica y Ramírez, 2009, p. 25). 
Juicio oral 
Aquel que se sustancia en sus partes principales de viva voz y ante el juez 
o tribunal que entiende en el litigio, sea este civil, penal, laboral, 
contencioso administrativo, etc. En el juicio oral, las pruebas y los alegatos 
de las partes se efectúan ante el juzgador. La oralidad es esencial para la 
inmediación y, según  muchos autores, representa una forma esencial para 
la recta administración de justicia, especialmente en materia penal, entre 
otras razones por la publicidad de los debates (salvo cuando se trata de 
hechos o de delitos que pueden producir escándalo público, o afectar el 
honor de las personas o atentar contra la seguridad del estado). La 
oralidad, en los juicios establecida en la generalidad de los países  (M. 
Ossorio, 2010, p. 547). 
Imputado 
El imputado viene hacer  el sujeto pasivo del proceso penal, esto con plena 
capacidad para ser titular de derechos y obligaciones procesales, y 
especialmente, el derecho de defensa y sus instrumentales medios 
necesarios esto para hacer valer su derecho fundamental a la libertad 
personal, puesto que es sujeto procesal y titular indiscutible del derecho 
más esencial que ha de hacerse valer en una sociedad democrática, como 
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es la libertad. La imputación es la sospecha de la participación de una 
persona en concreto en determinado hecho punible (Fernández, 2014, p.2). 
Medios de prueba 
Son susceptibles de proporcionar un dato demostrativo de la existencia o 
inexistencia de los hechos sobre los que versa la causa, los medios de 
prueba pueden clasificarse, atendiendo a su función, en directos o 
indirectos según que, respectivamente, la fuente que suministran se halle 
constituida por el hecho mismo que se intenta probar o por un hecho 
distinto (Palacios, 2000, p. 23). 
Pena 
Castigo opuesto por autoridad legítima, especialmente de índole judicial, a 
quien ha cometido  un delito o falta. Mezger dice que en sentido estricto es 
“la imposición de un mal proporcionado al hecho”; es decir, una 
“retribución” por el mal que ha sido cometido. Y en sentido autentico, la 
pena es la que “corresponde, aun en lo que respecta al contenido, al hecho 
punible cometido”, debiendo existir entre la pena y el hecho una 
equiparación valorativa (equiparación desvalorativa) (M. Ossorio, 2010, pp. 
733−734). 
Proceso penal 
La denominación de proceso penal es ya universalmente aceptada. 
"Proceso" en cuanta entidad abstracta de realización jurídica por la vía 
jurisdiccional, y “penal”" en cuanto su objeto y fines se concretan en la 
relevancia jurídico-penal de un hecho imputado. Se distingue del 
"procedimiento penal", porque éste es la concretación del proceso; es su 
rito que la ley le fija en particular para adecuar su desenvolvimiento a la 
causa y a la fase procesal de su tratamiento  (Claria, 1998, p.210). 
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2.4. HIPÓTESIS 
2.4.1. Hipótesis de trabajo 
La obligatoriedad del fiscal de incoación del proceso inmediato en casos de 
flagrancia limita el derecho a la defensa por la celeridad procesal 
vulnerando el derecho a probar la inocencia del imputado investigado en el 
distrito judicial de Puno. 
 
2.4.2. Variables e indicadores 
 
 Variable independiente  
Obligatoriedad de incoación del proceso inmediato en casos de flagrancia 
 
 Variable dependiente  
Derecho a probar la inocencia del imputado investigado 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
56 
 
 
 
 
 
 
 
CAPÍTULO III 
DISEÑO METODOLOGICO DE LA  INVESTIGACION 
 
3.1. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
      En la presente investigación se ha aplicado el método de racionalismo 
crítico, tomando en cuenta el carácter hipotético-deductivo. Siendo así de 
que este método nos que permite observar las verdades generales para 
que una explicación las verdades particulares sean explicadas de manera 
clara.  
     De lo cual podemos sostener que las verdades del proceso inmediato 
aplicado al caso de flagrancia sean explicadas a lo general en la 
vulneración de sus derechos, lo que va demostrar nuestra hipótesis que 
hemos planteado. 
       Ante todo la hipótesis es una supuesta respuesta al problema 
planteado y este enunciado constituye a que la respuesta tenga la tentativa 
más cercana posible a la investigación realizada, entendamos a la hipótesis 
como la corroboración a la verdad del problema. 
      Con respecto a lo hipotético de nuestra investigación se verifica la 
afirmación hipotética con el análisis que, va validar, siendo la verificación 
con la muestra que se ha obtenido para afirmar. 
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3.2. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
Siendo el diseño un conjunto de estrategias procedimentales con 
mitologías y técnicas, el diseño se  realiza en la investigación no 
experimental de diseño descriptivo de corte transversal, para lo cual el 
profesor Escobedo (2008) señala:  
que la investigación cuantitativa viene a hacer un paradigma que 
resalta la relación entre variables y el análisis de las relaciones 
causales la cual existe una realidad muy independiente de los 
individuos y que es cognoscible mediante la cuantificación, la cual se 
utiliza la lógica deductiva de análisis y se procura obtener 
información relevante y fidedigna para verificar el conocimiento, la 
cual esta perspectiva de investigación es muy fuerte en cuanto a la 
precisión en el entendimiento de fenómeno mismo, no obstante los 
hechos sociales en este paradigma son características reales de la 
sociedad a las que están sometidos los individuos, en la que 
finalmente los miembros de la sociedad pueden estar o no enterados 
de estos hechos, en la que pueden  tener o no información precisa 
acerca de ellos, y así tomarlos o no realmente en cuenta en sus 
actividades diarias (p. 132). 
 
3.3. POBLACIÓN Y MUESTRA 
  
En la presente investigación respecto  a la población indicamos que ha sido 
establecida por el sector a la cual se aplicó la encuesta, esto se indica 
según al tipo de población. 
 
 Población 
La población que se investigó en la presente investigación estuvo 
constituido por los abogados litigantes activos que son miembros del ilustre 
Colegio de Abogados de la Ciudad de Puno. 
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 Muestra 
Con respecto a la muestra utilizada se determinó según la fórmula 
estadística y así considerando la población de procesados. En la que se  
considera la totalidad de  los miembros activos de colegiados del Ilustre 
Colegio de Abogados de la ciudad del Puno; siendo la muestra de 98 
abogados litigantes. 
 
La fórmula que nos permite determinar el tamaño muestral es la 
siguiente:  
Muestreo de aleatorio simple: 
 
MUESTREO ALEATORIO SIMPLE 
 N = 95  = Tamaño de la población 
P = 0.50  = probabilidad favorable inicial 
Q = 0.50  = probabilidad desfavorable inicial 
α  = 0.05  = nivel de significancia 
Z = 1.96  = Z /2 = Z0.05/2 = 1.96 (Z de distr. Normal 2 colas) 
e= 0.18  = error planteado 
E= 0.09  E = e. P = (error de la muestra)= 9.0% 
 
 
 
 
 
 
 
3.4. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 
 
En cuanto a la técnica de la investigación esto alude a la los diversos 
procedimientos para acopiar toda la información necesaria por la cual, la 
técnica y el instrumento que va utilizar en la presente investigación  es lo 
siguiente.  
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 Técnica  
El instrumento que se aplicó fue el cuestionario con preguntas cerradas 
que fueron pre-codificadas, los cuales nos permiten analizar de acuerdo a 
los indicadores. Puesto que en las preguntas cerradas el entrevistado 
debe escoger la alternativa más próxima a su perspectiva, por tanto 
tienen  alternativas fijas y por ende están limitadas de antemano.  
 
 
 Instrumentos 
 
- El instrumento es la encuesta 
- Cuestionario  
- Guía de entrevista 
- Tabulación de resultados de encuesta 
 
 Estilo o normas de redacción utilizado 
En la presente investigación realizada, se ha utilizado el manual de 
publicaciones de la American Psychological Association,  APA,  la cual 
es un manual que es utilizada como una guía para la presentación de 
manuscritos e informes científicos que establece la forma de las citas 
textuales y citas parafraseadas que rigen para la investigación de 
ciencias sociales. Su intención es que las citas y los aportes de los 
autores sean tomados en cuenta para la investigación. 
Las reglas de APA sirven para realizar distintas investigación de 
Ciencias Sociales, estableciendo los estándares de la redacción y que 
tenga una validez en la comunidad científica.       
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CAPÍTULO IV 
RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
4.1 .− INTERPRETACIÓN DE LOS RESULTADOS 
4.1.1. Acceso de medios probatorios de los imputados en delito flagrante 
 
Tabla N° 1 
Los imputados en delitos flagrantes pueden acceder a recursos científicos (criminalistas o 
peritos) para probar su inocencia en el desarrollo del proceso inmediato*La evidencia o 
elementos levantados tienen la contundencia suficiente como para afirmar que el ilícito 
efectivamente se produjo tabulación cruzada 
Los imputados en delitos flagrantes pueden 
acceder a recursos científicos (criminalistas o 
peritos) para probar su inocencia en el 
desarrollo del proceso inmediato 
La evidencia o elementos levantados tienen 
la contundencia suficiente como para afirmar 
que el ilícito efectivamente se produjo 
Total 
Mayormente 
se cuenta con 
la confesión 
Solamente se 
juzga con la 
evidencia 
presentada 
por el fiscal 
No existe el 
reconocimient
o de la 
comisión del 
ilícito 
Accede a recursos 
científicos 
Recuento 13 0 0 13 
% del total 13% 0% 0% 13% 
La celeridad del tiempo 
no le permite 
Recuento 20 13 0 33 
% del total 20% 13% 0% 34% 
No accede a recursos 
científicos 
Recuento 0 23 29 52 
% del total 0% 23% 30% 53% 
Total Recuento 33 36 29 98 
% del total 34% 37% 30% 100% 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
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Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable Los imputados en delitos flagrantes 
pueden acceder a recursos científicos (criminalistas o peritos) para 
probar su inocencia en el desarrollo del proceso inmediato y la variable 
La evidencia o elementos levantados tienen la contundencia suficiente 
como para afirmar que el ilícito efectivamente se produjo 
H1: Existe relación entre la variable Los imputados en delitos flagrantes 
pueden acceder a recursos científicos (criminalistas o peritos) para 
probar su inocencia en el desarrollo del proceso inmediato y la variable 
La evidencia o elementos levantados tienen la contundencia suficiente 
como para afirmar que el ilícito efectivamente se produjo 
Nivel de significancia  
(alfa) α = 5% 
 
Pruebas de chi-cuadrado 
                                                              Valor                   gl              Sig. asintótica  
                                                                                                                                   (2 caras) 
Chi-cuadrado de Pearson       72,891a        4                 ,000 
Razón de verosimilitud         98,923        4                 ,000 
Asociación lineal por lineal        60,243        1                 ,000 
           N de casos válidos                           98 
a. 3 casillas (33,3%) han esperado un recuento menor que 5. El 
recuento mínimo esperado es 3,85. 
 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una 
significancia estadística que nos muestra  que la asociación entre las 
variables, es significativa. Por lo tanto se toma la hipótesis alterna y se 
rechaza la nula. 
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Grafico N° 1 
 
 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
 
En la tabla  y gráfico N° 1, según la praxis de los abogados litigantes 
encuestados con referencia al acceso de los imputados en delitos 
flagrantes para acceder a recursos científicos para probar su inocencia en 
el desarrollo del proceso inmediato y las evidencias o elementos que tienen 
contundencia para afirmar que se produjo el ilícito; encontramos que, 
cuando la celeridad del tiempo no le permite acceder a los recursos 
científicos, en un 20% se cuenta solo con la confesión del imputado, 
cuando en un 52% no se accede a recursos científicos en un 23% 
solamente se juzga con la evidencia presentada por el fiscal y en un 30% 
no existe el reconocimiento de la comisión del ilícito. 
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4.1.2. ceso a la defensa de los imputados en delito de flagrancia 
Tabla N° 2 
El ingreso económico mensual promedio de un imputado en delito flagrante*Los imputados en 
delitos flagrantes pueden acceder a recursos técnicos (abogado) para probar su inocencia 
tabulación cruzada 
El ingreso económico mensual promedio de 
un imputado en delito flagrante 
Los imputados en delitos flagrantes pueden 
acceder a recursos técnicos (abogado) para 
probar su inocencia 
Total 
Accede a un 
abogado 
particular 
Requiere un 
abogado de 
oficio 
No tienen la 
posibilidad 
económica 
Salario por debajo del 
mínimo vital 
Recuento 13 28 0 41 
% del total 13% 29% 0% 42% 
Salario superior al 
mínimo vital 
Recuento 0 12 0 12 
% del total 0% 12% 0% 12% 
No tienen trabajo 
estable 
Recuento 0 2 43 45 
% del total 0% 2% 44% 46% 
Total Recuento 13 42 43 98 
% del total 13% 43% 44% 100% 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
 
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable El ingreso económico mensual 
promedio de un imputado en delito flagrante y la variable Los 
imputados en delitos flagrantes pueden acceder a recursos técnicos 
(abogado) para probar su inocencia 
H1: Existe relación entre la variable El ingreso económico mensual 
promedio de un imputado en delito flagrante y la variable Los 
imputados en delitos flagrantes pueden acceder a recursos técnicos 
(abogado) para probar su inocencia 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
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Pruebas de chi-cuadrado 
                                                              Valor                   gl              Sig. asintótica  
                                                                                                                                   (2 caras) 
Chi-cuadrado de Pearson                 99,543a                   4                 ,000 
Razón de verosimilitud                 126,953                   4                 ,000 
Asociación lineal por lineal                  72,423                   1                 ,000 
           N de casos válidos                           98 
a. 1 casillas (11,1%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo esperado es 1,59. 
 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es significativa. 
Por lo tanto se toma la hipótesis alterna y se rechaza la nula. 
Gráfico N° 2 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
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En la tabla y gráfico N° 2, según la praxis de los abogados litigantes 
encuestados con referencia al ingreso económico mensual promedio con el 
que el imputado por delito flagrante cuenta y el acceso a utilizar recursos 
técnicos como el asesoramiento de un abogado, encontramos que, en un 
42% al percibir un ingreso por debajo del mínimo vital en un 13% acceden 
a un abogado particular y en un 29% requieren de un abogado de oficio, al 
tener un ingreso mayor al mínimo vital en un 12% prefieren contar con un 
abogado que le brinde el estado peruano, siendo notable la inestabilidad 
laboral de los imputados en un 44% no tienen la posibilidad económica 
para acceder a recursos técnicos.  
 
4.1.3. El proceso judicial en el delito de flagrancia  
 
Tabla N° 3 
La función que cumple el Fiscal según su praxis en los delitos de flagrancia*El desarrollo del 
proceso inmediato tabulación cruzada 
La función que cumple el Fiscal según su 
praxis en los delitos de flagrancia 
El desarrollo del proceso inmediato 
Total 
Un proceso 
con 
limitaciones 
al imputado 
Un proceso 
mediático 
populista 
Un proceso 
que suprime 
los tiempos 
de espera y 
retardo 
judicial 
injustificado 
De incoar el proceso 
inmediato 
Recuento 38 2 0 40 
% del total 39% 2% 0% 41% 
De perseguir y culpar al 
imputado 
Recuento 0 37 5 42 
% del total 0% 38% 5% 43% 
De corroborar la 
veracidad de los 
hechos 
Recuento 0 0 16 16 
% del total 0% 0% 16% 16% 
Total Recuento 38 39 21 98 
% del total 39% 40% 21% 100% 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
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Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable La función que cumple el Fiscal 
según su praxis en los delitos de flagrancia y la variable El desarrollo 
del proceso inmediato 
H1: Existe relación entre la variable La función que cumple el Fiscal según 
su praxis en los delitos de flagrancia y la variable El desarrollo del 
proceso inmediato. No existe relación entre la variable La función que 
cumple el Fiscal según su praxis en los delitos de flagrancia y la 
variable El desarrollo del proceso inmediato 
 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
 
 
Pruebas de chi-cuadrado 
                                                              Valor                   gl              Sig. asintótica  
                                                                                                                                   (2 caras) 
Chi-cuadrado de Pearson       754,702a        4                 ,000 
Razón de verosimilitud         162,926        4                 ,000 
Asociación lineal por lineal        85,754        1                 ,000 
           N de casos válidos                           98 
 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una 
significancia estadística que nos muestra  que la asociación entre las 
variables, es significativa. Por lo tanto se toma la hipótesis alterna y se 
rechaza la nula. 
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Gráfico N° 3 
 
 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
En la tabla y gráfico N° 3, según la praxis de los abogados litigantes encuestados 
con referencia a la función que cumple el Fiscal en los delitos de flagrancia en el 
desarrollo del proceso inmediato encontramos que al cumplir la función de incoar 
el proceso inmediato en un 39% se desarrolla un proceso con limitaciones al 
imputado, al considerarse su función la de perseguir y culpar al imputado en un 
38% se desarrolla un proceso mediático o populista y al ser la función del fiscal de 
corroborar la veracidad de los hechos en un 16% se desarrolla un proceso que 
suprime los tiempos de espera y retardo judicial injustificado.  
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4.1.4. Plazos del proceso inmediato y los beneficios  al imputado 
 
Tabla N° 4 
Los plazos en el proceso inmediato en relación a la posibilidad de  probar la inocencia del 
imputado permiten*El proceso inmediato por sus beneficios de negociación penal tabulación 
cruzada 
Los plazos en el proceso inmediato en relación 
a la posibilidad de  probar la inocencia del 
imputado permiten 
El proceso inmediato por sus beneficios de 
negociación penal 
Total 
Un 
instrumento 
de 
condenados 
sin juicio 
Una forma 
resocializante 
ante el delito 
Un medio 
extorsivo o 
vindicativo 
para el 
sometimiento 
del justiciable 
Limitación al derecho a 
la defensa 
Recuento 43 9 0 52 
% del total 44% 9% 0% 53% 
La celeridad procesal Recuento 0 8 19 27 
% del total 0% 8% 19% 28% 
Juicios arbitrarios Recuento 0 0 19 19 
% del total 0% 0% 19% 19% 
Total Recuento 43 17 38 98 
% del total 44% 17% 39% 100% 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
 
Plantear Hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable Los plazos en el proceso inmediato 
en relación a la posibilidad de  probar la inocencia del imputado 
permiten y la variable El proceso inmediato por sus beneficios de 
negociación penal. 
H1: Existe relación entre la variable Los plazos en el proceso inmediato en 
relación a la posibilidad de  probar la inocencia del imputado permiten y 
la variable El proceso inmediato por sus beneficios de negociación 
penal. 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
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Pruebas de chi-cuadrado 
                                                              Valor                   gl              Sig. asintótica  
                                                                                                                                   (2 caras) 
Chi-cuadrado de Pearson       754,702a        4                 ,000 
Razón de verosimilitud         162,926        4                 ,000 
Asociación lineal por lineal        85,754        1                 ,000 
           N de casos válidos                           98 
a. 2casillas (22,2%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo esperado es 3,30. 
 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una 
significancia estadística que nos muestra  que la asociación entre las 
variables, es significativa. Por lo tanto se toma la hipótesis alterna y se 
rechaza la nula. 
Gráfico N° 4 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
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En la tabla y gráfico N° 4, según la praxis de los abogados litigantes 
encuestados con referencia a los plazos en el proceso inmediato en 
relación a la posibilidad de probar la inocencia del imputado según los 
beneficios de negociación penal que permite el proceso inmediato; 
encontramos que, al limitar los plazos el derecho a la defensa en un 44% 
se considera un instrumento de condenados sin juicio, al desarrollar la 
celeridad procesal en un 8% se considera una forma de resocializar al 
imputado ante el delito y al considerar que motivan juicios arbitrarios en un 
19% es considerado un medio extorsivo o vindicativo para el sometimiento 
del justiciable.  
 
4.1.5. La incoación del proceso inmediato y el derecho de defensa 
Tabla N° 5 
El fiscal asegura el derecho de defensa del imputado en casos de flagrancia durante el 
desarrollo del proceso inmediato de armas con relación *El Ministerio Publico al imputado ante 
la incoación del proceso inmediato tabulación cruzada 
El fiscal asegura el derecho de defensa del 
imputado en casos de flagrancia durante el 
desarrollo del proceso inmediato de armas 
con relación 
El Ministerio Publico al imputado ante la 
incoación del proceso inmediato 
Total 
Sujeto 
culpable 
Presunto 
inocente 
No establece 
juzgamiento 
diferenciado 
Garantiza la incoación 
del proceso inmediato 
Recuento 51 0 0 51 
% del total 52% 0% 0% 52% 
Actúa imparcialmente 
en busca de la 
veracidad de los hechos 
Recuento 7 17 8 32 
% del total 7% 17% 8% 33% 
Garantiza el derecho a 
probar la inocencia del 
imputado 
Recuento 0 0 15 15 
% del total 0% 0% 15% 15% 
Total Recuento 58 17 23 98 
% del total 59% 17% 23% 100% 
 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
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Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable El fiscal asegura el derecho de 
defensa del imputado en casos de flagrancia durante el desarrollo del 
proceso inmediato de armas con relación y la variable El Ministerio 
Publico al imputado ante la incoación del proceso inmediato. 
H1: Existe relación entre la variable El fiscal asegura el derecho de defensa 
del imputado en casos de flagrancia durante el desarrollo del proceso 
inmediato de armas con relación y la variable El Ministerio Publico al 
imputado ante la incoación del proceso inmediato. 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
 
 
Pruebas de chi-cuadrado 
                                                              Valor                   gl              Sig. asintótica  
                                                                                                                                   (2 caras) 
Chi-cuadrado de Pearson                  115,7257a                     4                 ,000 
Razón de verosimilitud                      122,116                     4                 ,000 
Asociación lineal por lineal                        75,777                     1                 ,000 
           N de casos válidos                           98 
a. 2casillas (22,2%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo esperado es 2,60. 
 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una 
significancia estadística que nos muestra  que la asociación entre las 
variables, es significativa. Por lo tanto se toma la hipótesis alterna y se 
rechaza la nula. 
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Gráfico N° 5. 
 
 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
 
En la tabla  y gráfico N° 5, según la praxis de los abogados litigantes encuestados 
con referencia a la preservación del derecho a la defensa brindada por el fiscal en 
los delitos de flagrancia durante el desarrollo del proceso inmediato según la 
presunción del imputado ante el fiscal al incoar el proceso inmediato, 
encontramos que, cuando el fiscal garantiza la incoación del proceso inmediato en 
un 52% considera al imputado como sujeto culpable, cuando el fiscal actúa 
imparcialmente en busca de la veracidad de lo hechos en un 17% el Fiscal 
considera al imputado un presunto inocente y cuando garantiza el derecho a 
probar la inocencia del imputado en un 15% no establece un juzgamiento 
diferenciado.
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4.1.6. La imparcialidad del magistrado en la libertad probatoria  
 
Tabla N° 6 
El magistrado ejerce un razonable equilibrio en el desarrollo del proceso inmediato*Se respeta la 
libertad probatoria en el imputado en el proceso inmediato tabulación cruzada 
El magistrado ejerce un razonable equilibrio 
en el desarrollo del proceso inmediato 
Se respeta la libertad probatoria en el 
imputado en el proceso inmediato 
Total 
Se garantiza 
la libertad 
probatoria 
Se limita la 
libertad 
probatoria 
Se actúa con 
ligereza en los 
medios de 
prueba 
Se parcializa con la 
teoría del fiscal 
Recuento 18 37 0 55 
% del total 18% 38% 0% 56% 
Establece un criterio 
razonable 
Recuento 0 9 9 18 
% del total 0% 9% 9% 18% 
No garantiza el derecho 
a la defensa 
Recuento 0 0 25 25 
% del total 0% 0% 26% 26% 
Total Recuento 18 46 34 98 
% del total 18% 47% 35% 100% 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
 
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable El magistrado ejerce un razonable 
equilibrio en el desarrollo del proceso inmediato y la variable Se respeta la 
libertad probatoria en el imputado en el proceso inmediato. 
 
H1: Existe relación entre la variable El magistrado ejerce un razonable equilibrio 
en el desarrollo del proceso inmediato y la variable Se respeta la libertad 
probatoria en el imputado en el proceso inmediato. 
 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5 
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Pruebas de chi-cuadrado 
                                                              Valor                   gl              Sig. asintótica  
                                                                                                                                   (2 caras) 
Chi-cuadrado de Pearson                           81,71a             4                  ,000 
Razón de verosimilitud                         108,074             4                  ,000 
Asociación lineal por lineal                          63,629             1                  ,000 
           N de casos válidos                           98 
a. 2casillas (22,2%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo esperado es 3,31. 
 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es significativa. 
Por lo tanto se toma la hipótesis alterna y se rechaza la nula. 
 
Gráfico N° 6 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
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En la tabla y gráfico N° 6, según la praxis de los abogados litigantes 
encuestados con referencia al juicio razonable equilibrado que desempeña el 
magistrado en el desarrollo del proceso inmediato según el respeto a la 
libertad probatoria del imputado; encontramos que, cuando en un 56% el 
magistrado se parcializa con la teoría del fiscal en un 18% se garantiza la 
libertad probatoria y en un 38% se limita la libertad probatoria, cuando el 
magistrado establece un criterio razonable en un 9% se limita la libertad 
probatoria del imputado y cuando el magistrado no garantiza el derecho a la 
defensa en un 26% se actúa con ligereza en los medios de prueba. 
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CONCLUSIONES 
 
Primera.- Se determina, según la praxis de los abogados encuestados que se en 
la que se observa que se limita en un 47% la libertad probatoria del 
imputado; garantizándose solo en un 18% la libertad probatoria en 
delitos de flagrancia por la celeridad procesal, donde un 56% se 
considera que el juzgador se parcializa con la teoría del fiscal. 
 
Segunda.-Se establece según la praxis de los abogados encuestados la 
frecuencia de incoación del proceso inmediato por el fiscal en  un 52%,  
donde se observa claramente que solo en un 15% se garantiza el 
derecho a probar la inocencia del imputado. 
 
Tercera.- Se pudo conocer, según la praxis de los abogados encuestados, en un 
53% la limitación al derecho a la defensa para probar la inocencia 
adecuada del imputado investigado,  siendo una limitación los plazos 
establecidos por la celeridad procesal en el desarrollo del proceso 
inmediato, considerándose en un 44% un instrumento de condenados 
sin juicio o en un 39% un medio extorsivo para el sometimiento del 
justiciable. 
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SUGERENCIAS 
 
Primera.- Ante todo desarrollar un proyecto de Ley que permita la modificación 
del artículo N° 446° de los supuestos de aplicación de la ley de 
flagrancia en el numeral 1), donde se establece la obligación de incoar 
el proceso inmediato bajo responsabilidad esto al considerar la 
vulneración del derecho a probar la inocencia por la celeridad 
procesal del proceso inmediato. 
 
Segunda.- Con referente a los representantes del ministerio público, se solicita 
garantizar la libertad probatoria del imputado sobre todo en delitos 
flagrantes esto al considerar el principio de inocencia,  del mismo 
limitando la autoincriminación por la confesión coercionada en el 
imputado con el objeto de  garantizar su derecho a la defensa.  
 
Tercera.-  finalmente, que también va dirigido a los representantes del ministerio 
público, dar lugar a la incoación voluntaria del proceso inmediato en 
casos de flagrancia esto al considerar las características del caso así 
como  el valor de las pruebas llevando el caso a un juicio que permita 
garantizar sobre todo el derecho a la defensa en el imputado. 
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Anexo N° 1 
 
 
CUETIONARIO PRECODIFICADO 
Universidad Andina Néstor Cáceres Velásquez  
Escuela Profesional de Derecho 
CUESTIONARIO 
 
La presente encuesta tiene como fin obtener información que acredite el resultado 
de la presente investigación denominada: “VULNERACIÓN AL DERECHO A 
PROBAR LA INOCENCIA DEL INVESTIGADO FRENTE A LA 
OBLIGATORIEDAD DE INCOACIÓN DEL PROCESO INMEDIATO EN CASOS 
DE FLAGRANCIA, DISTRITO JUDICIAL DE PUNO”. Para identificar las causas y 
efectos y su relevancia jurídica para lo cual solicitamos su sincera colaboración en 
el llenado del presente cuestionario, cuya información será eminentemente 
confidencial, anticipadamente agradecemos su colaboración. 
 
1. ¿Indique ¿Cuál es el ingreso económico mensual promedio de un 
imputado en delito flagrante? 
 
a) Salario por debajo del mínimo vital   
b) Salario superior al mínimo vital  
c) No tienen trabajo estable 
 
2. ¿Considera que los imputados en delitos flagrantes pueden acceder a 
recursos científicos (criminalistas o peritos) para probar su inocencia en 
el desarrollo del proceso inmediato? 
 
a) Accede a recursos científicos  
b) La celeridad del tiempo no le permite    
c) No accede a recursos científicos 
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3. ¿Considera que los imputados en delitos flagrantes pueden acceder a 
recursos técnicos (abogado) para probar su inocencia? 
 
a) Accede a un abogado particular 
b) Requiere un abogado de oficio  
c) No tienen la posibilidad económica  
 
4. ¿Cuál es la función que cumple el fiscal según su praxis en los delitos de 
flagrancia?  
 
a) De incoar el proceso inmediato  
b) De perseguir y culpar al imputado 
c) De corroborar la veracidad de los hechos 
 
5. ¿Considera que los plazos en el proceso inmediato en relación a la 
posibilidad de  probar la inocencia del imputado permiten? 
 
a) Limitación al derecho a la defensa  
b) La celeridad procesal  
c) Juicios arbitrarios   
 
6. Considera que el fiscal asegura el derecho de defensa del imputado en 
casos de flagrancia durante el desarrollo del proceso inmediato 
 
a) Garantiza la incoación del proceso inmediato 
b) Actúa imparcialmente en busca de la veracidad de los hechos 
c) Garantiza el derecho a probar la inocencia del imputado   
 
7. ¿Considera que el magistrado ejerce un razonable equilibrio en el 
desarrollo del proceso inmediato? 
 
a) Se parcializa con la teoría del fiscal  
b) Establece un criterio razonable  
c) No garantiza el derecho a la defensa 
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8. Considera que el proceso inmediato por sus beneficios de negociación 
penal es… 
 
a) Un instrumento de condenados sin juicio  
b) Una forma resocializante ante el delito  
c) Un medio extorsivo o vindicativo para el sometimiento del justiciable 
 
9. ¿Cómo considera el desarrollo del proceso inmediato? 
 
a) Un proceso con limitaciones al imputado  
b) Un proceso mediático populista 68 
c) Un proceso que suprime los tiempos de espera y retardo judicial injustificado 66 
 
10.¿Considera que se respeta la libertad probatoria en el imputado en el 
proceso inmediato? 
 
a) Se garantiza la libertad probatoria  
b) Se limita la libertad probatoria  
c) Se actúa con ligereza en los medios de prueba 
 
11. ¿Considera que la evidencia o elementos levantados tienen la 
contundencia suficiente como para afirmar que el ilícito efectivamente 
se produjo? 
a) Mayormente se cuenta con la confesión  
b) Solamente se juzga con la evidencia presentada por el fiscal  
c) No existe el reconocimiento de la comisión del ilícito 
 
12. ¿cómo considera el Ministerio Público al imputado ante la incoación del 
proceso inmediato? 
 
a) Sujeto culpable  
b) Presunto inocente  
c) No establece juzgamiento diferenciado 
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